Avances constitucionales para el reconocimiento del derecho autónomo al agua by Gómez Sánchez, David Alexander
AVANCES CONSTITUCIONALES PARA EL 
RECONOCIMIENTO DEL DERECHO AUTÓNOMO AL 
AGUA 
David Alexander Gómez Sánchez 
Trabajo de Monografía presentado como requisito para optar el título de Abogado 
Director 
  Gustavo Adolfo Ortega Guerrero 
Magíster MSc Medio Ambiente y Desarrollo, Doctor PhD en Derecho 
Universidad de Ciencias Aplicadas y Ambientales U.D.C.A 
Facultad de Ciencias Jurídicas 
Programa de Derecho 
Bogotá D. C. (Colombia) 
2020 
 
  
 
 
 
Encomienda a Jehová tus obras y tus 
proyectos tendrán éxito. Proverbios 
16:3 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 Agradecimientos 
 
En este espacio, quiero agradecer principalmente a Dios quien, con su ayuda, me permite escalar 
un logro más en mi vida, pues el hombre traza su camino, pero es el señor quien dirige sus pasos, 
Dios me da dado sabiduría y entendimiento en todos los aspectos de mi vida. Agradezco a mi madre, 
quien durante toda mi vida me ha apoyado e impulsado para alcanzar mis sueños, su amor, y 
comprensión, su valentía para ocupar el espacio que dejo mi padre me han sostenido a lo largo de 
mi vida. Finalmente quiero agradecer a la UDCA por abrirme su espacio para dotarme de 
conocimientos, fueron 5 años en los que compartí con grandes personas y excelentes maestros, a 
cada uno de ellos les agradezco por cruzarse en mi camino y aportar lo que tenían que aportarme, 
al director de este trabajo, el profesor Gustavo Ortega, muchas gracias por su orientación y sus 
conocimientos, fueron de gran valor para culminar esta investigación.  
 
 
 
 
 

Avances constitucionales para el reconocimiento del derecho autonomo al agua.  
 
Resumen 
 
Esta propuesta pretende contextualizar a la sociedad sobre la importancia legal y constitucional que 
tiene el reconocimiento del derecho al agua, como un derecho fundamental y autónomo. En la 
actualidad, los avances de la Corte Constitucional reconocen la existencia de un derecho innominado 
al agua en conexidad con derechos fundamentales como la vida, la salud, el mínimo vital, entre 
otros, y en principios como la dignidad humana; sin embargo, consideramos que ha sido un 
reconocimiento parcial, puesto que no se ha reconocido como un derecho autónomo. A nivel 
internacional, las disposiciones normativas de los tratados, y convenciones en cuanto al tema, han 
presentado avances considerables, pero a su vez cabe resaltar que al momento de una 
interpretación en el ámbito interno a través del bloque de constitucionalidad, la disposiciones han 
sido insuficientes, puesto que al integrar el marco normativo existente junto con las políticas públicas, 
se han generado discusiones que han dado como resultado concepciones erróneas con fines 
diferentes a la garantía y goce de los derechos fundamentales de cada persona, respecto a que por 
ejemplo ha prevalecido el interés económico, por encima del cumplimiento de los fines del Estado. 
 
La iniciativa surge con el fin de analizar el contexto en el que se ha venido desarrollando este 
derecho, con miras a identificar las problemáticas y falencias existentes, lo cual han conllevado a 
que los avances no se vean reflejados en la realidad. Para esta situación, debemos buscar que, al 
integrar todas las herramientas jurídicas dispuestas en cuanto al tema en consideración, se pueda 
concluir cuales son las fallas en el sistema y plantear algunas posibles soluciones que deberían ser 
tenidas en cuenta por el Estado, para reconocer este derecho de manera autónoma y su integración 
de manera universal. Al respecto, se debe mencionar que no basta con la sola creación en un texto 
puesto que es inane el fenómeno de la creación normativa sino se adoptan acciones reales de 
manera completa y universal. Creemos que deben incluirse una serie de modificaciones a nivel 
interno tanto de gobernanza como de gobernabilidad que reflejen la integración y el cumplimiento de 
las medidas en favor del conglomerado social. 
 
La importancia legal y constitucional del tema busca tener en cuenta las consideraciones que existen 
frente a los derechos fundamentales y adaptarlas con la importancia que tiene la existencia del 
derecho autónomo al agua, su reconocimiento, su aplicación y su correcta interpretación a fin de que 
se tengan en cuenta nuevas perspectiva que abarquen avances eficaces para el beneficio del Estado 
y de la comunidad. Se busca un aporte académico que pueda verse reflejado en un futuro impacto 
jurídico-social para lograr un trabajo mancomunado entre la administración y los administrados en 
las instancias gubernamentales, lo cual es deseable en términos sociales para direccionar 
decisiones que incluyan  políticas participativas, por medio de las cuales se puede tener  una visión 
mas clara de las necesidades que hay en la sociedad y el Estado respecto a las medidas que 
favorezcan los intereses de la comunidad, prevaleciendo sobre la visión reducida de los intereses 
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particulares y brinden garantía, goce y protección de los derechos fundamentales tanto 
individualmente, como colectivamente. 
 
 
Palabras clave: acceso al agua, agua, derecho autónomo al agua, derechos fundamentales, 
derechos humanos, mínimo vital, reconocimiento del derecho, universalidad.
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Abstract 
  
This proposal aims to contextualize society on the legal and constitutional importance of the 
recognition of the right to water, as a fundamental and autonomous right. Currently, the advances 
of the Constitutional Court recognize the existence of an unnamed right to water in connection 
with fundamental rights such as life, health, the vital minimum, among others, and in principles 
such as human dignity; however, we consider that it has been a partial recognition, since it has 
not been recognized as an autonomous right. At the international level, the normative provisions 
of the treaties, and conventions on the subject, have presented considerable progress, but in turn 
it should be noted that at the time of an interpretation in the domestic sphere through the 
constitutional block, the provisions have been insufficient, since by integrating the existing 
regulatory framework together with public policies, discussions have been generated that have 
resulted in misconceptions for purposes other than guaranteeing and enjoying the fundamental 
rights of each person, with respect to which, for example, it has prevailed economic interest, above 
the fulfillment of the purposes of the State. 
 
The initiative arises in order to analyze the context in which this right has been developed, with a 
view to identifying the existing problems and shortcomings that have generated that progress is 
not reflected in reality, for this situation, we must seek that By integrating all the legal tools 
available regarding the matter under consideration, it is possible to conclude what are the flaws in 
the system and propose some possible solutions that should be taken into account by the State, 
to recognize this right autonomously and its integration of universal way. However, the mere 
creation of a text is not enough since it is inane for normative creation to be achieved but no real 
actions are taken, we believe that a series of internal modifications should be included both in 
governance and governability that reflect integration and compliance with measures in favor of the 
social conglomerate. 
 
The legal and constitutional importance of the subject seeks to take into account the 
considerations that exist in relation to fundamental Rights and adapt them with the importance of 
the existence of the autonomous right to water, its recognition, its application and its correct 
interpretation so that they are taken into account. taking into account new perspectives that 
encompass effective advances for the benefit of the State and the community, since achieving 
joint work between the administration and the administered, could have good results, including 
participatory policies, by means of which it is possible to Having a clearer vision of the needs that 
exist in society and the State takes measures that favor the interests of the community, before the 
private interests and provide guarantee, enjoyment and protection of fundamental rights both 
individually and collectively. 
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Introducción 
De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud (OMS) del acceso al agua en 
adecuadas condiciones depende que la población goce de una buena salud, sin 
importar el uso que se le dé, ya sea para su propio consumo o para otro tipo de 
actividades como las de tipo doméstico. En palabras del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, alrededor de 1000 millones de personas no cuentan con 
acceso a una fuente hídrica que le ofrezca condiciones para su consumo y unos 2600 
millones de personas no se les garantiza la prestación de servicios sanitarios (PNUD, 
2018).  
 
En Colombia la situación del agua es similar; según el reporte del Estudio Nacional del 
Agua 2018 “Colombia cuenta con una gran riqueza hídrica: 5% de los recursos hídricos 
mundiales” (ENA, 2018), lo que lo ubica como país rico en esta sustancia liquida. Sin 
embargo, muchas personas en el país y especialmente si se ubican en regiones 
apartadas o marginadas, no tienen acceso a este recurso, debido a que para adquirirlo 
deben competir con otros actores que tienen una mayor capacidad económica y que 
pueden emplearla incluso para usos suntuarios, como regar jardines o lavar vehículos.  
Ante la situación arriba descrita, se requieren diferentes medidas por medio de las 
cuales se garantice que todos los habitantes, independientemente de su condición 
económica, social, ideológica, demográfica, etc., tengan acceso al agua, dado que 
existe una relación directa y científicamente probada entre el consumo de agua y la 
conservación de la vida humana. Al igual que sucede con la protección del derecho a 
la salud, algunos juristas como Noriega, Noriega y Plata (2016) ellos consideran que 
el acceso al agua debe ser considerado un derecho fundamental. Sin embargo, si se 
le otorgara esa protección legal, se generarían una serie de obligaciones para el 
Estado, que tendría que entrar a garantizar y proteger ese derecho, lo que ha llevado 
a otros autores como Franco (2018) a poner en duda la conveniencia de esa medida. 
Este trabajo de investigación busca resolver la siguiente pregunta de investigación: 
¿Qué elementos jurídicos se deben considerar respecto de los avances 
constitucionales para el reconocimiento del derecho autónomo al agua? 
 
Por tal motivo documentar la importancia del agua en la vida humana puede resultar 
redundante para argumentar la importancia del presente trabajo en su propósito de dar 
respuesta a la pregunta de investigación planteada. Ya existen diferentes documentos 
de especialistas en biología, medio ambiente y salud que han expuesto tales 
argumentos y lo que realmente interesa para los efectos del presente trabajo son las 
razones jurídicas que sustentan la pertinencia del interrogante planteado. 
 
El hecho de elevar un derecho al nivel de derecho autónomo tiene diferentes 
consecuencias legales, económicas, y sociales en general. Así, desde el momento en 
que la Corte Constitucional definió que la salud se considera un derecho autónomo en 
el territorio nacional, todo el aparato estatal se ha visto forzado a su aseguramiento, 
protección y garantía. El Ministerio de Salud, el Sistema General de Seguridad Social 
en Salud, las EPS, la Superintendencia de Salud, el Ministerio de Hacienda, y en 
general todas las entidades públicas y privadas que se encargan del cuidado de la 
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salud, al igual que los abogados, jueces, tribunales regionales, y la misma Corte 
Constitucional se han visto abocados a tener en cuenta las múltiples consecuencias 
que tuvo esa decisión. Cada una de las entidades mencionadas debió hacer 
modificaciones internas para dar respuesta al rango de autonomía que adquirió el 
derecho a la salud, tomándolo como caso comparativo en relación al derecho al agua, 
debido a que jurídicamente los trámites de tutela y los procesos ordinarios son 
diferentes cuando está involucrado un derecho autónomo que cuando se trata de un 
derecho ordinario. El cambio se presentó debido a que, en el momento en que el 
derecho a la salud no se consideraba como derecho autónomo, su protección se hacía 
más compleja, puesto que se requerían pruebas que demostraran la conexidad del 
caso estudiado con el derecho a la vida del paciente. Igual situación se podría 
presentar, e incluso con consecuencias aún mayores, si el acceso al agua se elevara 
a la categoría de derecho autónomo. 
 
Como hipótesis de investigación es que los elementos jurídicos que se deben 
considerar respecto de la protección del acceso al agua como derecho autónomo, son 
similares a los que la Corte Constitucional tuvo en cuenta al declarar a la salud como 
un derecho autónomo, independiente del derecho a la vida; estamos hablando de un 
elemento necesario, indispensable e irrenunciable para la existencia, como lo es el 
tener acceso al agua potable, principalmente para el uso de consumo humano. A pesar 
de que existen las herramientas normativas para velar por la protección de dicho 
derecho y para la prestación del servicio, sigue siendo responsabilidad del Estado los 
sucesos que afectan a las personas desprotegidas a las cuales no se les logra 
satisfacer sus necesidades básicas, pero si se les vulneran sus derechos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
1. OBJETIVOS 
 
3.1 Objetivo general 
Identificar los elementos jurídicos que se deben considerar respecto de los avances 
constitucionales para el reconocimiento del derecho al agua en Colombia. 
 
3.2 Objetivos específicos  
3.2.1 Analizar las diferencias jurídicas que tiene en Colombia el tratamiento de un 
derecho autónomo frente a los demás derechos.  
3.2.2 Estudiar la relación existente entre el acceso al agua y los derechos 
humanos. 
3.2.3 Analizar los debates teóricos y jurisprudenciales frente a la declaración del 
acceso al agua como derecho autónomo.  
 

2. FUENTES TEÓRICAS 
2.1. Antecedentes 
 
Según lo señala la Corte Constitucional de Colombia, la Carta Política es el escrito 
que le da no solo las bases al ordenamiento al vigilar la creación jurídica, y que esta 
se haga de manera correcta, sino que también desarrolla los contenidos jurídicos en 
los que se ven inmersos los factores políticos y sociales. En su contenido establece 
algunas características las cuales definen como esta conformado el Estado, y 
adicionalmente nos permite inferir que la norma de normas, subdivide y garantiza los 
aspectos económicos, sociales, ecológicos y culturales (CCC, 1992). 
 
En referencia a la Constitución ecológica como lo ha explicado la Corte Constitucional, 
desde un punto de vista con interpretación axiológica, finalista y sistemática de la 
Constitución, mencionando a continuación algunos artículos de la Carta que tienen 
injerencia al momento de hablar de preservación del agua en el territorio. 
 
En el Preámbulo (vida), el artículo 8º (obligación de proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación), articulo 11 (inviolabilidad del derecho a la vida), articulo 79 
(derecho a un ambiente sano y participación en las decisiones ambientales), articulo 
82 (deber de proteger los recursos culturales y naturales del país), articulo 366 
(solución de necesidades del saneamiento ambiental y de agua potable como finalidad 
del Estado) (CCC, 1992). 
 
Dentro del ordenamiento penal se encuentran establecidas una serie de sanciones 
implantadas a través de las cuales se buscan proteger los intereses medioambientales 
como: Indebida explotación de los recursos naturales renovables, que pueden 
presentarse por violación de fronteras, indebido uso de los microorganismos 
perjudiciales, perjuicio a los recursos naturales, polución del medio ambiente, perjuicio 
ambiental por la explotación imprudente de yacimientos mineros o hidrocarburos, 
pruebas indebidas con especies animales o vegetales, pesca o caza ilícita, ocupación 
de zonas con trascendencia a nivel ecológico, aprovechamiento indebido de 
yacimientos mineros u otros materiales (Ardila, 2012). 
 
Con relación a la protección efectuada por parte de la Constitución Política en la parte 
correspondiente al ordenamiento ecológico, existen tres ámbitos que abarca dicho 
resguardo: i) amparo ambiental, norma que protege la reglamentación jurídica, puesto 
que es un deber que tiene el Estado de proteger sus riquezas naturales (Establecido 
en el artículo 8). ii) Conforma el derecho constitucional exigible judicialmente por todos 
los individuos de poder disfrutar de un ambiente sano (establecido bajo el artículo 79). 
iii) Además provienen una serie de normas implantadas tanto a las autoridades como 
a los particulares. 
 
La Corte Constitucional en la Sentencia T-411 de 1992, establece que el motivo por 
el cual la Constitución Política se considera a ésta como una real constitución 
ecológica, es debido a que en la actualidad por motivos como el cambio climático es 
David Alexander Gómez Sánchez 20 
  
 
importante otorgarle protección de tipo jurídica al ambiente, debido a que” es 
socialmente exigido frenar las constantes e irreparables agresiones que sufre el medio 
ambiente” (CCC, 1992b). 
 
Los progresos que ha tenido la ciencia han permitido incrementar el efecto a nivel 
industrial de forma notable. Dentro de las dificultades que tiene la ecología y los 
estudios ambientales actualmente, se encuentra el hecho de desear que la humanidad 
alcance la preservación del ambiente que la rodea. Conforme lo establece la 
Constitución Política en sus artículos ( 80, 268-7, 334, 339 y 340) mencionados en la 
Corte Constitucional (1991), el progreso que ha tenido la economía a causa de la 
mecánica efectuada por la libertad económica, puede generar un elevado costo 
ecológico y terminar por producir un perjuicio definitivo al ambiente, lo que significa 
que, se puede presentar una problemática entre el bienestar económico y la calidad 
de vida de las personas, aspecto que muestra el resumen del desarrollo económico 
sostenible, el cual se encuentra establecido bajo la Constitución Política (1991), en los 
artículos mencionados anteriormente. 
 
En la búsqueda de normatividad que esté en pro de los intereses ambientales, 
encontramos normas en las diferentes áreas del derecho. Por ejemplo, en materia de 
derecho penal, se han establecido las sanciones aplicables a quienes atenten por su 
acción u omisión contra los recursos naturales y el ambiente, para Ardila (2012). 
algunas de estas conductas sancionables se pueden aplicar a quien saque provecho 
de manera ilícita, a recursos naturales renovables, o a quien abusa de los limites 
existentes en los territorios para explotar los recursos naturales, causando daños 
irreparables al ambiente, contaminándolo,  por causa de las actividades que realiza al 
momento de la explotación, impactando de manera directa en la fauna y la flora, 
alterando los espacios en los que estos se asientan.  
 
Cuando nos referimos a Constitución ecológica podemos decir que comprende tres 
escenarios, inicialmente según lo expuesto por la Constitución Política en el artículo 
8, es obligación del Estado proteger las riquezas naturales de la Nación, este principio 
sintetiza que el Estado tiene que proteger puesto que es quien está en cabeza de los 
recursos ambientales. Seguido a eso encontramos también que las personas tenemos 
derecho a gozar de un ambiente sano, esto con base al Articulo 79 de la Carta Política. 
Finalmente, de la Constitución ecológica se derivan un conjunto de obligaciones 
impuestas a las autoridades y a los particulares, sin embargo, el motivo por el cual 
denominamos ecológica a la Constitución de 1991, se debe a que la Corte 
Constitucional designo que la protección jurídica del ambiente, es una medida 
fundamental en busca de contrarrestar el continuo número de daños que se efectúan 
contra el ambiente, episodio que no solo ha sufrido Colombia, sino que radica en la 
crisis ambiental global  (CCC, 1992). 
 
Los constantes avances científicos en materia ambiental que se han desarrollado a 
medida que pasa el tiempo, han venido impactando los entornos en los que se han 
aplicado. El problema ecológico y social que involucra el concepto integral del 
ambiente, y todo lo que este implica es hoy en día un clamor universal, es un problema 
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de supervivencia. Señaló al respecto la Corte: El crecimiento económico, en parte es 
el resultado de una economía libre, esto a su vez puede generar que el costo ecológico 
sea grande, dado que el crecimiento de manera acelerada, traería una destrucción del 
ambiente. Existe una oposición entre procurar que haya desarrollo económico y a su 
vez la preservación del ambiente, que en otras palabras es un choque entre 
estabilidad económica contra una vida de calidad, el constituyente ha establecido la 
importancia del desarrollo económico sostenible, de esta manera lo establece en 
diferentes artículos de la, Constitución Política, entre otros el 80, 268-7, 334, 339 y 
340 (CCC, 1991). 
 
La Constitución Política de 1991 tiene, como se desprende de lo anterior, un amplio y 
significativo contenido ambientalista que refleja la preocupación del constituyente de 
regular, a nivel constitucional, lo relativo a la conservación y preservación de los 
recursos naturales renovables y no renovables en nuestro país, al menos en lo 
esencial. 
 
La Sentencia T-578 de 1992 de la Corte Constitucional fue la primera que reconoció 
el agua como un derecho fundamental, en uno de los apartes de esta jurisprudencia, 
se concluyó que la conexión intrínseca de este derecho con la vida, permite tal 
reconocimiento, puesto que “el agua constituye fuente de vida y la falta del servicio 
atenta directamente contra el derecho fundamental a la vida de las personas.  Así 
pues, el servicio público domiciliario de acueducto y alcantarillado en tanto que afecte 
la vida de las personas, la salubridad pública o la salud, es un derecho constitucional 
fundamental y como tal ser objeto de protección a través de la acción de tutela” (CCC, 
1992c). 
 
A lo largo de la historia podemos hacer un diagnóstico de la normatividad que a nivel 
internacional existe frente al agua como un derecho fundamental, estas normas que 
Colombia ha acogido, son de mucha importancia ya que son mecanismos existentes 
para proteger el preciado líquido, su acceso, el ámbito de aplicación y el alcance que 
ha logrado obtener a nivel político.  
 
De esta manera la ONU, y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
consagran diversos convenios, tratados, declaraciones, los cuales reconocen el 
derecho de acceso al agua a lo largo del tiempo. Como parte de los primeros 
antecedentes se encuentra la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, 
la cual define el acceso al agua potable como un elemento que es condicional para 
poder disfrutar la vida, de igual manera en su artículo 25, reconoce que toda persona 
tiene derecho a un nivel de vida adecuado, buscando asegurar su bienestar, entonces 
se puede decir que incluye el abastecimiento del líquido (ONU, 1948). 
 
En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 (PIDCP), 
encontramos que los pueblos gozan de autodeterminación para disponer de los 
recursos naturales y las riquezas del mismo, también menciona que la vida es 
inherente al ser humano, y para hacer valido ese derecho, los pueblos necesitan agua. 
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La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación de la 
Mujer, en el artículo 14 ordinal 2 literal H, dispone “gozar de condiciones de vida 
adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda”, los servicios sanitarios, el 
abastecimiento de agua, por lo tanto, se debe asegurar estas condiciones (Colombia 
ratificó esta Convención mediante la Ley 51 de 1981) (ONU, 1981). 
 
La Convención de los Derechos del Niño ratificada por Colombia en virtud a la Ley 12 
de 1991, en su artículo 24 literal C, establece que los Estados deben hacer lo 
necesario para combatir enfermedades, prestando un buen servicio de salud y 
velando por el acceso a servicios sanitarios, “combatir las enfermedades y la 
malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud, mediante la aplicación de 
la tecnología disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua 
potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio 
ambiente” (ONU, 1989). 
 
En el año 1992 en Dublín, Irlanda, se llevó a cabo la Declaración de Dublín la cual 
buscaba poner en consideración la importancia que tienen los recursos hídricos, tema 
que se estaba volviendo critico por la poca importancia que se daba al tema. En uno 
de sus principios, a través de la Conferencia Internacional sobre el Agua y el Medio 
Ambiente, ratifico en el numeral 4 que “El agua tiene un valor económico en todos sus 
diversos usos en competencia a los que se destina y debería reconocérsele como un 
bien económico” (ONU. 1992). 
 
A raíz de este principio, es importante que se reconozca el derecho fundamental y 
autónomo del ser humano al acceso al agua. Hay que reconocer que el 
desconocimiento de valor económico del agua ha llevado a que se haga una mala 
utilización y derrocha miento del líquido, generando perjuicios al ambiente, por eso se 
debe incentivar el aprovechamiento, protección y conservación del líquido. 
 
La ONU mediante la observación general número 15, del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, hace referencia al fundamento jurídico del derecho 
al agua, menciona otros derechos fundamentales y ve al agua como condición 
indispensable para velar por el ejercicio de estos. “El derecho humano al agua es el 
derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y 
asequible para el uso personal y doméstico. Un abastecimiento adecuado de agua 
salubre es necesario para evitar la muerte por deshidratación, para reducir el riesgo 
de las enfermedades relacionadas con el agua y para satisfacer las necesidades de 
consumo, cocina y las necesidades de higiene personal y doméstica.” (CDESC 2002). 
Además, aquí destaca la mención de tres elementos normativos que deberían cumplir 
los Estados en aras de garantizar el derecho fundamental al agua, estos son, 
disponibilidad, calidad y accesibilidad, estableciendo así unos estándares mínimos en 
busca de la protección de los demás derechos humanos fundamentales, inherentes a 
las personas y que se ven comprometidos directamente con el acceso al agua. 
 
La Comisión Interamericana y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, han 
buscado que los países de Latinoamérica puedan incluir en sus Constituciones el agua 
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como un derecho, ya sea a través de mecanismos jurisprudenciales aplicando estos 
por medio del bloque de constitucionalidad. En Colombia la Corte Constitucional por 
medio de la acción de tutela ha protegido este derecho a personas en condiciones 
desfavorecidas, partiendo de las normas que se han plantado en el SIDH. 
 
2.2. Marco conceptual 
Es importante precisar y resaltar los conceptos más relevantes respecto al agua como 
un derecho autónomo fundamental en cuanto a que son importantes para el desarrollo 
del tema en discusión. Como afirma Sutorius & Rodríguez (2015) “el agua es un 
recurso natural finito de vital importancia para el ser humano, lo que explica que con 
el paso del tiempo se busque con mayor fuerza su protección, no sólo en el ámbito 
internacional sino también en el orden jurídico interno.”(p.97), es importante resaltar 
que el agua es un recurso natural no renovable, no se puede reemplazar, por eso es 
que como lo menciona la idea anterior, la protección que debe ofrecerse a este líquido 
ha de ser una medida de carácter urgente y prioritaria, puesto que en el ámbito 
internacional a nivel de las instituciones protectoras de derechos humanos, se han 
dictado medidas pero no han sido lo suficientemente fuertes como para que en un 
país como Colombia, sean acatadas y hechas realidad y no queden consagradas a 
manera de simples recomendaciones.  
En reiteradas sentencias, entre otras la T-223 de 2018, la Corte Constitucional 
reconoce que “el agua es un recurso vital para el ejercicio de derechos inherentes al 
ser humano y para la preservación del ambiente”, es decir que el agua constituye el 
ingrediente de mayor presencia en el planeta, compone a todos los organismos vivos 
y combinaciones naturales. El agua conforma uno de los más escasos componentes 
que pueden hallarse en el planeta en sus tres estados naturalmente: Sólido, líquido y 
gaseoso. Este término proviene del latín aqua. Según Cabanellas (1989) Cuando se 
encuentra en reducidas porciones es incoloro, y en grandes cantidades es verdoso, 
en cambio al ser expuesta al calor se evapora. En su estado puro, puede conformar 
tanto la lluvia, los ríos y los mares. Según la enciclopedia jurídica OMEBA el agua 
‘físicamente’ es un ‘cuerpo’ que generalmente se muestra en estado líquido, sólido y 
gaseoso. El agua químicamente se simboliza como: H2O, es decir, está conformada 
por dos átomos de hidrógeno y uno de oxígeno, y cuando se expone al calor, se 
desintegra.  
Dentro de los temas que deben formar parte de la agenda de los gobiernos de las 
distintas naciones en el mundo, es la preservación, distribución y consumo del agua, 
que no se contemple como mercancía, sino que se debe considerar como un 
mecanismo para el progreso de la sociedad, admitirla y protegerla como un derecho 
humano, conformando el proceso de mayor trascendencia frente al reto de poder 
entregar a la población el componente más fundamental en la vida. Es sin lugar a 
dudas la declaración de la Asamblea General de las Naciones Unidas generada por 
medio de la Resolución 64/292 (2010) donde se admite legalmente el derecho al agua 
y al saneamiento, el cual sirvió como base y ejemplo para que los Estados admitieran 
que estaban comprometidos en garantizar este derecho (García, Godínez, Pineda, & 
Reyes, 2015).  
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Teniendo en cuenta lo mencionado, las políticas públicas deben estar sujetas a 
garantizar el   acceso al agua, esta expresión hace alusión a poder disponer de 
mecanismos para conseguir agua limpia en buenas cantidades. La posibilidad de 
conseguir este preciado líquido se evidencia en el bienestar físico de las personas que 
conforman un territorio con base en la probabilidad de obtener, purificar y destinar el 
agua a quienes corresponde, para las ciudades poder contar con este líquido 
representa que se puede tener acceso a la toma que genera agua pública, cuya 
ubicación no puede ser superior a doscientos metros de distancia. Los conceptos 
jurídicos referentes a la utilización y aprovechamiento de ésta, se efectúan teniendo 
en cuenta la deducción que se deba aplicar para cada sector donde se vaya a utilizar. 
De acuerdo con la RAE (2020), el vocablo ‘uso’ conforma la “acción y efecto de usar”, 
el vocablo aprovechamiento conforma “el acto de aprovechar o aprovecharse” y el 
vocablo aprovechar significa “emplear de manera provechosa algo, o que genere la 
mayor utilidad”. Con relación a la satisfacción de las necesidades básicas de 
supervivencia, salud, bienestar y protección que sufraga el poder acceder al uso de 
agua, al igual que los perjuicios que se generan por su falta y que simboliza en contra 
de la dignidad del hombre actualmente, es el agua el componente esencial para 
conservar tanto la salud y la vida. A través de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) dentro del caso del Instituto de Reeducación del Menor vs. Paraguay 
definió como parte del derecho a la vida, el compromiso de las naciones de respaldar 
la conservación humana, para lo cual es indispensable el agua, puesto que sin agua 
los hombres no pueden sobrevivir (Becerra & Salas, 2016).  
De igual forma, bajo la Sentencia T-578 de 1992, la Corte Constitucional genera una 
subregla de la jurisprudencia que conforma la base de la protección del derecho al 
agua para las sentencias que surgen posteriormente con relación al tema, ya que 
determinó: “En principio, el agua constituye fuente de vida y la falta del servicio atenta 
directamente con el derecho fundamental a la vida de las personas” (Restrepo, 2014) 
Respecto al tema del desarrollo sostenible decimos que es aquel que puede satisfacer 
los requerimientos presentes sin que exista implicación de los recursos de próximas 
generaciones, conforma el desarrollo que abarca los entornos económico y social en 
fusión con el entorno ecológico. Este concepto se fundamentó a partir de 1980, cuando 
la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN) dejó ver la 
Estrategia Mundial de Conservación (EMC), que a la vista postulo como aquel 
propósito que se deseaba alcanzar a través de la preservación de los recursos 
naturales. Posteriormente del surgimiento de la Comisión Mundial sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo (CMMAD), apareció en el año 1987 el documento llamado 
informe Brundtland (ONU, 1987), donde están vinculados los conceptos de medio 
ambiente y desarrollo, los cuales no se pueden separar, ya que juntos tienen el mismo 
propósito. Con relación al informe Brundtland, Gallopín (2003) afirma que la 
descripción de este concepto, está establecido en dicho informe como “Desarrollo que 
satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las 
generaciones futuras de satisfacer las propias” (ONU, 1987). 
Clarificando el concepto anterior podemos entrar a dar algunas definiciones sobre lo 
que es un ‘derecho humano’, y decimos que conforma aquellos derechos que son 
constitutivos al ser humano, sin existir discriminación por raza, sexo, religión, habla o 
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ningún otro aspecto, estos derechos generan una relación mutua entre las personas, 
no se pueden separar, generan una relación de dependencia recíproca entre dos o 
más personas. Los derechos humanos conforman una fuente de respaldo del respeto 
del otro en pro de su dignidad humana, de acuerdo con Laporta citado en Peces-Barba 
(1994) señala quien es merecedor de la facultad de demandar los derechos humanos, 
solamente si tiene la condición de ser humano que le exige a quien tiene el derecho a 
contar con una esencia de moralidad.  
La Declaración de los Derechos Humanos de 1948, conformó un proyecto a nivel tanto 
político como constitucional sobre los que se cimentan los patrones de estructuración 
de la política de las naciones actuales. Aunque los gobiernos no posean el total 
desempeño de los derechos naturales que pueden estar conformados en su totalidad 
con toda la autonomía. Pero a la hora de concretarse, los derechos humanos están 
conformados por un contexto jurídico que los abarque y los acomode conforme a los 
requerimientos actuales dentro de la sociedad, para ello hay diversas maneras de 
soportar su presencia en la sociedad, y se fundamentan en una teoría que los legitima, 
esta base es la constitución política de cada nación, que ejerce las funciones propias 
de su establecimiento e integración al sistema jurídico de estos derechos. (Galán, 
2016).  
Las constituciones políticas suelen darnos algunos pincelazos sobre los derechos 
humanos, pero estos no sólo rigen el orden jurídico, sino que también están atados a 
otras disposiciones que deben tomarse en cuenta, como por ejemplo en este caso, 
cuando hablamos del servicio de saneamiento. Dicha expresión que se usa bajo una 
percepción general para aquellos servicios de agua potable, alcantarillado, 
procesamiento de las aguas residuales, y las disposiciones sanitarias de evacuación. 
Y bajo una percepción específica, se hace alusión al método de alcantarillado o 
tecnologías parecidas. El saneamiento conlleva el acceso y uso de servicios e 
instalaciones para la expulsión de excretas y aguas residuales que respalden la 
privacidad y dignidad de las personas y, asimismo, que respalden un ambiente aseado 
y provechoso para todos, el saneamiento conforma actualmente un derecho que tiene 
la misma importancia que el agua. Los servicios e instalaciones encargadas, tienen 
que ver con la recolección, transporte, tratamiento y eliminación de excretas del 
hombre, así como aguas residuales domésticas, el fomento de la higiene que tiene 
relación con estos temas. 
Como hemos visto anteriormente, es indispensable abordar paso a paso todo el 
aparato o la estructura que debe ser tenida en cuenta, requerimos hablar del derecho 
de aguas, que para autores como Navia (2015), hace alusión a aquella área del 
derecho ambiental que se encarga de analizar el sistema de sometimiento que tienen 
las aguas, aquellas reglas que tienen que ver con su aprovechamiento y uso 
sostenible, el amparo que se debe efectuar contra los impactos perjudiciales, la 
reglamentación jurídica y las gestiones jurídicas que se requieren para su utilización, 
conservación y protección, aspectos que se deben tener en cuenta con base en su 
vínculo con los otros recursos naturales y el medio. De igual forma, Cavalli (2007) 
señala que este derecho de aguas conforma aquellas reglas obligatorias que tiene en 
cuenta la parte social, y que se encargan de reglamentar el vínculo que realizan las 
David Alexander Gómez Sánchez 26 
  
 
personas con el agua, en las múltiples formas como se expresa el ciclo hidrológico y 
que tiene que ver con el ambiente.  
Definiciones de lo que es un derecho autónomo según la Corte Constitucional 
retomando los avances generados por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, define como un derecho fundamental o las características necesarias para 
que un derecho tenga la calidad de fundamental, aquí podemos decir  que de acuerdo 
con la Sentencia T-406 de 1992 para identificar un derecho fundamental prexisten 
unos criterios que son: primero, conexión directa con los principios constitucionales; 
segundo, eficacia directa y tercero, contenido esencial (CCC, 1992a). Así las cosas, 
un derecho es fundamental cuando su base es emanada directamente de un principio, 
sin necesidad de que exista una ley o marco normativo que lo declare para poder 
aplicarlo, de esta manera podemos decir que para considerar un derecho autónomo 
tiene que poder ser exigido sin necesidad de que quien lo exige agote otros derechos, 
es decir es un derecho titular que tiene conexidad con otros, pero que para ser exigido 
no sea necesario enlazarlo a los demás y también debe tener un elemento que 
jurídicamente le permita ser aplicado y exigido por toda la sociedad. Con base en 
dichas consideraciones podemos decir que, aunque no existen explícitamente 
disposiciones de la Corte Constitucional en Colombia frente a la autonomía de un 
derecho, de manera que el vocablo derecho autónomo, va intrínsecamente ligado con 
derecho fundamental, puesto que para que sea autónomo un derecho, debemos tener 
en cuenta las características que se requieren para reconocer un derecho como 
fundamental.  
La Carta Política en su artículo 94, dice lo siguiente: “La enunciación de los derechos 
y garantías contenidos en la Constitución y en los convenios internacionales vigentes, 
no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona 
humana, no figuren expresamente en ellos” (ANC, 1991), por este motivo podemos 
considerar la posibilidad que para la Corte Constitucional, el derecho fundamental y  
autónomo al agua, puede ser reconocido como un derecho exigible sin necesidad que 
se tengan en cuenta otras disposiciones normativas alternas complementarias o que 
haya la necesidad de que sea un derecho conexo con otros derechos. Los principios 
constitucionales son la base para la consagración de derechos fundamentales, en 
consecuencia, permite la existencia de otros de la misma denominación, partiendo de 
dichos principios. 
Para autores como Motta (2015) considera que el agua es fuente de vida y la no 
prestación del servicio vulnera de manera inmediata el derecho fundamental a la vida 
de las personas. De esta manera los servicios como el de prestación de agua y lo 
referente a alcantarillado, son esenciales puesto que, al no garantizarse, se está 
atentando contra la vida de quien lo necesite, e inmediatamente afecta su salud y vida, 
“es un derecho constitucional fundamental y como tal ser objeto de protección a través 
de la acción de tutela”. 
En Colombia, la Sentencia T-418 de 2010 otorga unas subreglas de carácter 
constitucional y menciona que “La tutela es procedente para proteger las dimensiones 
fundamentales al derecho al agua” de esta manera la jurisprudencia colombiana 
reconoce que este es un derecho fundamental innominado, por su conexidad con 
derechos ya mencionados a lo largo de la investigación. 
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A pesar de no existir de manera precisa el reconocimiento del derecho al agua en el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), sus miembros han expresado 
sus puntos de vista frente a este tema, basándose en los postulados o contenidos de 
otros derechos humanos, es decir, de manera conexa y no de forma autónoma. “En 
esta construcción, si bien el SIDH ha hecho referencia a algunos DESC como el 
ambiente sano, la salud o la alimentación, en estricto, su desarrollo se ha dado frente 
a la vulneración de cuatro derechos civiles y políticos: (i) la propiedad, (ii) la vida, (iii) 
la integridad y (iv) la igualdad y no discriminación, derechos sobre los cuales la Corte 
IDH sí tiene competencia para declarar su vulneración. Además, en el ámbito 
interamericano el derecho humano al agua se ha desarrollado principalmente frente a 
grupos vulnerables como pueblos indígenas, personas en situación de pobreza, 
personas privadas de libertad o niños y niñas”. (Salmón, 2012). 
 
 
2.3. Estado del arte 
 
En este capítulo realizamos una revisión de los avances existentes frente al tema del 
reconocimiento del derecho humano, fundamental y autónomo al agua. 
Adicionalmente dentro de este título hemos abordado cuatro temas que consideramos 
esenciales en el desarrollo del tema. Sobre este asunto del derecho al agua han 
existido los siguientes desarrollos teóricos como se menciona a continuación. En el 
caso de Restrepo & Aguilar (2019), los autores señalan que un derecho adquiere la 
categoría de ‘fundamental’ en la medida en que exista una concesión normativa, 
consagre una serie de atributos materiales o morales en favor de un sujeto y satisfaga 
al menos uno de los principios de dignidad, supervivencia o autodeterminación. En su 
trabajo se propusieron mostrar la evolución desarrollada por el constituyente, el 
legislador y la jurisprudencia en relación con el derecho al agua, empezando como un 
servicio público, a continuación, como derecho fundamental en conexidad con la 
dignidad y la supervivencia, y finalmente como derecho fundamental autónomo 
susceptible de protección inmediata a través de la presentación de acción de tutela. 
Así mismo en el trabajo se resalta la existencia de una vocación expansiva de los 
sujetos susceptibles de protección de derechos; así como en el pasado estaba 
prohibida la suspensión del abastecimiento del líquido vital cuando se llegaran a 
afectar a menores, adultos mayores, reclusos o población seropositiva, consideran 
como constitucionalmente razonable que esa esfera de protección se prolongue para 
asegurar la integridad y protección que pueda asegurarse a animales domésticos 
mediante el agua limpia y salubre. 
 
Entre tanto, en México, Sánchez (2017) expone que en las ciudades grandes el 
recurso hídrico se ha constituido como elemento indispensable tanto para la 
conservación del ambiente, como para el desarrollo integral de sus habitantes. En el 
derecho al agua, el Estado tiene la obligación de proveer el recurso a los gobernados; 
sin embargo, este propósito solamente es alcanzable mediante un trabajo en conjunto, 
que incluye a autoridades y a los particulares. Las normas urbanísticas deben incluir 
de manera expresa las normas relacionadas con el agua, fundamentalmente en 
aquello que tiene que ver con la planeación urbana y la realización de obras. 
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Por su parte, Alvarado y Sánchez (2019) escribieron un artículo en el que exploran las 
particularidades relacionadas con la provisión de agua en México, a través del trabajo 
entre las autoridades, algunas entidades privadas y actores sociales, aquí se 
centraron en dos situaciones específicas, en las cuales se reflejó que dependiendo 
del trabajo mancomunado de dichos actores, se puede hablar de inclusión o exclusión, 
en el acceso al agua, debido a que este beneficio depende de la gestión que aporta 
cada uno en el proceso de suministro y la forma en que los acuerdos pactados en 
busca del beneficio de todos los intervinientes, sean cumplidos. El trabajo concluye 
que las organizaciones comunitarias son actores que determinan el acceso al agua 
en las poblaciones. 
 
En el trabajo de Kuri, G. Nevdedovich & Rivera (2017) se aborda la cuestión del 
derecho humano al agua en los municipios de Juárez y Guachochi, Chihuahua, en 
México. Para dar cuenta de la situación actual del derecho, se basan en su contenido 
normativo; además seleccionan y aplican indicadores de derechos humanos que han 
venido siendo utilizados en el sector agua. A diferencia de los indicadores de 
desarrollo tradicionalmente utilizados para dar seguimiento a los derechos humanos, 
los indicadores de derechos humanos buscan dar cuenta de la forma en que el Estado 
debe cumplir sus obligaciones, las cuales se resumen en respetar, proteger y cumplir. 
La selección de un municipio urbano, como lo es el de Juárez, y otro rural, como 
Guachochi, permitieron identificar contrastes en cuanto a la forma en que el Estado 
cumple con su obligación y de la forma en que las personas disfrutan el derecho al 
agua. Además de los resultados puntuales a partir de la aplicación de cada indicador, 
resultaron dos aspectos generales. 1) La forma en que las personas pueden disfrutar 
del derecho, condiciona la forma en que el Estado debe cumplir con sus obligaciones. 
2) En cuanto a las prioridades de atención: en el caso del municipio de Juárez, la 
atención se debe centrar en las personas que actualmente no cuentan con servicio de 
agua potable por red pública; mientras que la atención, en el municipio de Guachochi, 
se debe centrar en las personas que actualmente no cuentan con acceso a fuentes 
naturales de agua potable. 
 
De manera reciente, Villegas (2016) escribió sobre la minería en los páramos de 
Colombia y el derecho humano al agua, planteó la cantidad de afectaciones que la 
minería puede ocasionar al momento de garantizar los derechos humanos, este tema 
no es nuevo en la discusión por la protección del ambiente. Los precedentes indican 
que esta práctica genera un daño irreparable y un consumo de agua que no se puede 
reponer con las ganancias de dicha labor, especialmente debido al enorme peligro 
que genera en el ecosistema en que se realice. También es evidente el choque que 
se produce entre la protección de recursos hídricos y la actividad minera en los 
páramos, permite conocer los intereses particulares entre el modelo capitalista que 
busca su propio beneficio, y quienes defienden el modelo público velando por el 
interés general, intentando evitar que las utilidades del modelo contrario, priven de 
gozar un desarrollo sostenible y derechos a las generaciones futuras. Esta 
contradicción es notoria a nivel legislativo y también en recientes jurisprudencias, el 
autor aborda el derecho humano al agua, y describe cómo esta tensión entre la 
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explotación minera y la preservación del agua se manifiesta en la legislación y en la 
jurisprudencia. 
 
En el trabajo realizado por Villegas (2016) se puede observar el estudio hecho al tema 
referente al trabajo de la minería en los páramos de Colombia y el derecho humano al 
agua, y estableció que dentro de los perjuicios que puede llegar a generar en el 
respaldo de los derechos humanos en dicho entorno laboral, sobresale la transgresión 
que puede presentarse al derecho al agua, fundamentalmente por la destrucción que 
puedan presentar los ecosistemas donde se genera este líquido. Las dificultades que 
se presentan entre la labor minera y la preservación de los recursos hídricos en los 
páramos, conforman una lección frente a la tensión que se presenta con relación a la 
economía capitalista, relacionando al interés privado con el público; e igualmente, con 
relación al tiempo, y también, teniendo en cuenta las utilidades privadas a corto plazo, 
frente a los derechos que tienen las generaciones futuras. La ambigüedad que se 
presenta se ve plasmada en las normas actuales. Con base en la noción de páramo 
y la manera en que éste se encuadra, encara el derecho al agua, y define de qué 
manera esta tirantez que existe entre el trabajo efectuado con la minería y la 
conservación del agua se refleja actualmente en las normas. 
 
También en Colombia, Sandoval & Pedraza (2016) escribieron un documento en el 
que realizan un aproximamiento, sobre las disposiciones constitucionales que existen 
en cuanto al derecho al agua. Aquí ellos proponen un derecho al acceso a agua 
potable, visto de manera que conlleva a garantizar la satisfacción de otros derechos 
que son propios del ser humano, tales como una buena salud, la vida atada a gozar 
de dignidad humana. Consideran que esa categoría implica que la satisfacción es una 
obligación a cargo del Estado. En el trabajo exploran la situación del municipio de El 
Socorro en Santander frente a los problemas que se presentan para la satisfacción 
del derecho al agua. Frente a este caso encontraron que se trata de un claro ejemplo 
de la falta de satisfacción de las necesidades vitales de la población porque a pesar 
de que esta presenta el poder disponer de los recursos, no se garantiza su 
satisfacción. De esta manera podemos decir que garantizar este derecho se vuelve 
algo más de tinte político dentro de toma de decisiones inapropiadas, lo cual lleva a 
una violación clara de derechos fundamentales. De esta manera han pasado más de 
20 años y aún continúa presentándose este mismo tipo de problemas con el agua en 
este municipio. 
 
De la misma manera, es importante destacar algunos aportes del trabajo realizado por 
los especialistas en derecho, Noriega & Plata (2016), quienes trataron el tema 
relacionado a las garantías constitucionales con las que cuenta la práctica del derecho 
al agua potable. La temática desarrollada por estos autores tiene que ver con que el 
derecho al agua potable conforma aquel respaldo para el completo cumplimiento de 
todos los derechos propios al ser humano: La vida, la salud y la dignidad humana. 
Para dichos autores, las garantías constitucionales corresponden a los compromisos 
que tiene el Estado. El análisis que efectúan precisamente sobre el caso mencionado 
en el municipio del Socorro, Santander, en lo referente a las dificultades que surgen 
con relación a la complacencia en el derecho al agua, donde, a manera de ejemplo 
pudieron determinar que no existía satisfacción en cuanto a los requerimientos 
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esenciales que tenía la población, a pesar de que contaban con todos los recursos y 
preceptos requeridos para que se llevara a cabo. El respaldo que posee dicho derecho 
se convierte en una determinación política que no permite pertinentes soluciones, y 
se transforma en una transgresión concreta a los derechos fundamentales.   
 
 
2.3.1 Avances jurídicos referentes a derechos autónomos en Colombia: 
Contexto frente al derecho autónomo al agua 
 
Para dar cumplimiento a los objetivos de este trabajo, en el presente capítulo se 
analizan las diferencias jurídicas que tiene en Colombia el tratamiento de un derecho 
autónomo frente a los demás derechos. Antes de entrar en el análisis específico del 
acceso al agua como derecho autónomo, resulta conveniente analizar este concepto 
y sus implicaciones. De acuerdo con Alexy (2001) los principios ordenan la realización 
de algo en la mayor medida posible, de acuerdo con las disposiciones jurídicas que 
existen. De esta manera el cumplimiento de los principios debe tener en cuenta la 
realidad y la norma jurídica, y que pueden o no pueden ser cumplidos dependiendo 
de la fuerza vinculante que tengan y las reglas que se oponen a su cumplimiento. 
 
Los efectos que tienen los principios que se consagran dentro de los derechos 
fundamentales, se ven reflejados en el ordenamiento jurídico, debido a que su 
aplicación da un resultado eficaz comparándolo con las otras disposiciones 
normativas. Para Alexy (2001) de esta forma un derecho fundamental, tiene relevancia 
frente a los demás derechos, debido a que, constitucionalmente hablando, debe estar 
equipado en su contenido, procurando evitar vacíos jurídicos que permitan 
interpretaciones ambiguas, intentando una eficacia total en su aplicación. Por este 
motivo encontramos que en la Constituciones por lo general hay un lugar propio para 
dichos derechos, los cuales se crean para una colectividad, pero asegurando su 
cumplimiento y garantía de manera individual. 
 
Sin embargo, “no basta que un proceso constitucional concluya con la adopción de un 
catálogo de derechos fundamentales; éstos tienen que ser interpretados e 
implementados. Esto puede ser llevado a cabo, en parte, por la legislatura” (Alexy, 
1999, p. 28). Ahora bien, en la Constitución Política en Colombia, en el capítulo uno 
están salvaguardados los principios y garantías fundamentales, y en el capítulo dos, 
otros derechos que abarcan otras generalidades, pero en ninguno de estos apartes, 
encontramos textualmente un derecho relacionado al agua de manera individual, por 
este motivo se considera la importancia de su existencia y reconocimiento a través de 
la Corte Constitucional, sin olvidar que según la Sentencia T-406, de 1992, en 
Colombia para reconocer  un derecho fundamental, no necesariamente depende de 
que este plasmado en una norma constitucional, basta con que se cumplan algunos 
requisitos postulados para su reconocimiento (CCC, 1992a). 
 
Según Diaz, Hernández & Muñoz (2009) el derecho fundamental al agua se encuentra 
incluido dentro de los derechos económicos sociales y culturales, y que a su vez 
también se encuentran vinculados en diversos tratados internacionales firmados y 
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aceptados tanto por países que son industrialmente avanzados como los no 
avanzados, en nuestra legislación Colombiana, aun el panorama no es claro en cuanto 
a que “si el acceso al agua se contempla como un derecho de acceso al recurso como 
tal, o como derecho al producto potable y a la distribución de este “ (p.27).           
 
Por otra parte, Gañan (2012) menciona que la fundamentalidad de un derecho en el 
Estado social de derecho, se refleja a través de mecanismos que envuelven a los 
derechos fundamentales,  creados estos en pro de su garantía y cumplimiento, los 
derechos fundamentales deben compartir la esfera de garantía y de protección 
otorgado por la Constitución, el resultado debe permitir la aplicación directa por parte 
de los entes estatales, y autoridades administrativas contemplando que se debe 
garantizar por la ley, y que pueda ser defendido ante cualquier opositor o acción que 
busque su incumplimiento. Así las cosas, en nuestro país, el contenido de este 
derecho debe garantizar su protección a través de acciones constitucionales y gozar 
de privilegios frente a los poderes públicos, sin olvidar que aun cuando sucedan 
hechos fortuitos o casos de fuerza mayor como por ejemplo un estado de excepción, 
no se vea afectado por dichos episodios. Evidentemente si no cuenta con las 
características anteriores, podríamos decir que este derecho no se podría considerar 
como fundamental, puesto que, solo buscamos una especial protección de manera 
constitucional y no solo puede estar conformado por eso.  
 
Estas perspectivas, son coincidentes con posiciones como las de Arango (2005), 
según la cual, en el marco del Estado social de derecho, se ha venido reconociendo 
la interpretación sobre los derechos sociales fundamentales, más allá de la esfera 
individual. Del mismo modo, Ortega (2010) menciona que este reconocimiento 
iusfundamental de otros derechos sociales y colectivos relacionados con los derechos 
ambientales, corresponden a una visión progresiva y de reivindicación respecto al 
ámbito de reconocimiento de prevalencia de intereses colectivos de la población que 
deben ser asegurados como condiciones mínimas o estándares que aseguren la 
aplicación de los criterios de justicia ambiental. 
 
El análisis sobre la importancia del acceso al agua como un derecho fundamental lo 
podemos relacionar con las consideraciones de la Corte Constitucional a través de la 
sentencia T-760 de 2008, por medio de la cual, se dispuso que un derecho 
fundamental es consagrado para todas las personas, basado en la dignidad humana 
y la igualdad, puesto que la protección de dichas garantías  corresponde a aspectos 
fundamentales de la vida ya sea de manera individual o colectiva y que afectan 
directamente a quien no se le otorga y garantiza (CCC, 2008).  
 
De acuerdo con la Corte Constitucional, el hecho de que el acceso al agua constituya 
un derecho fundamental y que su garantía este en cabeza del Estado, lo obliga a que 
adapte y adjudique reglas o políticas para su protección. De la misma manera, esas 
reglas deben tener en cuenta algunas condiciones como, por ejemplo, que no se 
quede en una idea, sino que realmente se materialice su creación, puesto que no sirve 
que se quede en un deseo de qué hacer al respecto, sino que se debe crear un plan 
que posibilite tomar medidas pertinentes y apropiadas. La sentencia T-595 de 2002, 
dicta que si no existe un plan que establezca como garantizar los derechos 
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fundamentales. Inmediatamente se vulneran las obligaciones constitucionales. Otra 
condición a tener en cuenta en esas políticas públicas, es que este destinada 
propiamente a garantizar un derecho, en este caso el derecho a acceder al agua, su 
fin no puede ser otro sino el de velar por esa garantía de acceso, es decir debe evitarse 
que solo sea una política figurativa, la cual carece de medidas eficaces y aplicables al 
tema (CCC, 2002). 
 
En cabeza del legislativo, está la expedición de las leyes y su consagración en los 
textos, por medio de los cuales se reconocen los derechos. Sin embargo, no puede 
ser esta su única tarea, al Estado se le debe exigir que esos postulados normativos 
sean protegidos y dotados por hechos reales, que permitan a los titulares sobre 
quienes recaen, el pleno goce, disfrute y protección de esas garantías 
constitucionales. 
 
Debemos tener en cuenta lo dispuesto por la Corte Constitucional, en cuanto a que se 
afecta la carta política cuando a pesar de la existencia de un plan de protección o 
cumplimiento de las normas, este simplemente cumple un requisito simbólico en el 
texto y no se ejecuta en el momento necesario, o es inútil porque no es apropiada para 
el tema establecido ni tiene en cuenta a quien debe protegerse. (Sentencia T-595, 
2002) (CCC, 2002). Una última condición inmersa en  las políticas creadas, tiene que 
ver con la participación democrática, puesto que al tener en cuenta los agentes 
externos por parte de gobernantes y gobernados, permitirá una mejor elaboración, e 
integración de las necesidades para una adecuada implementación, puesto que la 
Constitución permite la participación de sus ciudadanos para de esta manera tener en 
cuenta a quienes afecta o privilegia las decisiones que se deben tomar en los 
diferentes aspectos de la vida en sociedad. 
 
La postura de la Corte Constitucional en lo referente a los derechos fundamentales, 
se ha balanceado entre considerarlos como derechos de aplicación inmediata. De 
acuerdo con la Sentencia SU-225, de1998, y por otra parte considera la Corte en la 
sentencia T-001 de 1992 que son derechos esenciales e intransferibles (CCC, 1998). 
Así las cosas, esto concluye la Corte, que darle la connotación de fundamental a un 
derecho, no depende de la existencia en el texto constitucional o en un texto 
normativo, en consecuencia, lo que le da fuerza a esta definición, es la relación directa 
con el principio de dignidad humana.  
  
En la Sentencia T-227 de 2003, los derechos fundamentales son los que velan por la 
garantía de la dignidad humana y la facultad que tienen para exigirse y hacerse valer. 
La connotación es derivada de la necesidad intrínseca que tiene por estar ligado a una 
vida en buenas condiciones y desarrollarse como persona, dependiendo esto de unas 
condiciones apropiadas para la realización de la persona, debido a que, si se priva de 
ciertos derechos, o circunstancias en casos particulares, se violan sus garantías 
constitucionales que impedirán sus aspiraciones. Encontramos en la Sentencia T-859 
de 2003 que derechos fundamentales son aquellos en lo que se llegó a un 
consentimiento sobre su índole como tal, y los mandatos constitucionales mediante 
los cuales se garantiza la dignidad humana.   
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Los derechos constitucionales otorgan preeminencia a sus titulares y le permiten la 
exigencia por vía judicial de políticas públicas que protejan y favorezcan sus intereses 
para disfrutarlos y la posibilidad de interacción entre autoridades y la población. 
 
2.3.2 Derecho humano al agua en su reconocimiento universal 
 
En el ámbito universal, el reconocimiento de este derecho ha implicado algunas 
importantes obligaciones para los países, entre ellas medidas como, poner en marcha 
mecanismos que permiten lograr a corto plazo el acceso al agua de manera universal 
en un nivel básico o al menos considerable, y como segunda medida se han tenido 
que adoptar medidas específicas para de esta manera alcanzar gradualmente en un 
mediano plazo la unificación de todos los componentes a fin de cumplir con este 
derecho, debemos resaltar que al consagrar este derecho no necesariamente implica 
un reconocimiento universal y de acceso gratuito, pues en el sistema de libre mercado  
aplicado al caso del agua, quien no pueden pagar una tarifa plena se enfrenta a una 
serie de dificultades y negación de su derecho. La respuesta del Estado ha sido 
establecer la cobertura a través de empresas públicas, privadas o mixtas que 
establecen las tarifas y en algunos casos se otorgan subsidios para que el acceso de 
un mínimo consumo pueda ser asegurado. 
 
A su vez, Álvarez (2018) refiere la importancia del derecho al agua bajo el contexto 
internacional y en el ordenamiento jurídico interno español, señalando que el derecho 
al agua fue reconocido por la ONU como un derecho humano en 2010; el origen y la 
evolución de este derecho se enmarca en el marco jurídico internacional por medio de 
normas, que en su mayoría tienen carácter no vinculante. Es la Observación General 
número 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en donde se 
desarrolla su contenido, fundamento y sistema de garantías como norma interpretativa 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; este tratado 
internacional obliga a los Estados firmantes entre los que se encuentra España. El 
autor señala que en ese país carece de un reconocimiento expreso en el ordenamiento 
jurídico interno, por lo que el derecho al agua se puede invocar implícitamente a través 
del artículo 10.2 de la constitución, y por medio de varias líneas argumentativas se 
logra articular el mejor sistema de protección constitucional para ese derecho. 
 
Es importante tener en cuenta que la Declaración de Dublín (1992) los participantes 
hicieron un llamado en busca de hacer un diagnostico profundo en lo referente a 
aprovechar y administrar los recursos de agua dulce, la necesidad de tomar acciones 
concretas para racionar el consumo excesivo, las fuertes amenazas que representan 
las sequías y las crecientes que se han experimentado, puesto que estos fines se 
pueden lograr o conseguir con la cooperación y el interés de la esfera política y que 
intervengan los entes más importantes del gobierno, permitiendo la participación de 
las comunidades más elementales. “Este compromiso habrá de apoyarse en 
inversiones considerables e inmediatas, en campañas de sensibilización, en 
modificaciones en el campo legislativo e institucional, desarrollo de tecnología y en 
programas de creación de capacidades”. Es importante tener en cuenta las 
recomendaciones hechas en esta Declaración debido a que está dentro del marco de  
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derechos humanos, buscando que las medidas adoptadas se apliquen en la  esfera 
local, nacional e internacional, es decir busca un reconocimiento a nivel universal 
puesto que las mayores dificultades se presentan en sectores pobres, es decir, la 
universalidad busca que en pleno siglo XXI todas las personas puedan tener acceso 
al agua, dejando a un lado las problemáticas existentes a lo largo del tiempo como por 
ejemplo, la pobreza, la corrupción, entre otras. 
 
Para los 189 países miembros de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), su 
atención se centra en concretar medidas para fortalecer la prestación de sus servicios 
y la expansión de los mismos. Al establecer como derecho humano el poder acceder 
a dichos servicios, atrae obligaciones tales como, establecer tarifas que sean 
adecuadas y justas. De esta manera los prestadores del servicio tienen un papel 
importante puesto que deben tener en cuenta factores como, cantidades mínimas, 
categorías de tarifas, políticas para los cobros de las tarifas,  entre otros.(ONU, 2000). 
 
Es importante indicar que, en la actualidad, los instrumentos jurídicos internacionales 
de Naciones Unidas giran en torno al cumplimiento de la agenda 2030, a partir de los 
resultados de la Conferencia Río +20 en el año 2012 y de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) (ONU, 2012). En estos se encuentra el objetivo número 6, 
relacionado con el agua limpia y el saneamiento, en el que se reconoce la 
característica de universalidad del derecho al agua a “fin de garantizar el acceso 
universal al agua potable segura y asequible para todos en 2030” por lo cual se 
considera desde esta conferencia internacional, la necesidad que los Estados 
efectúen “inversiones adecuadas en infraestructura, proporcionar instalaciones 
sanitarias y fomentar prácticas de higiene”. 
 
De manera adicional, se ha complementado esta perspectiva desde el punto de vista 
teórico sobre la interpretación a nivel de legislaciones internas. Por ejemplo, para 
Bravo (2017) “aunque el derecho al agua no está reconocido expresamente como un 
derecho humano independiente en los tratados internacionales, las normas 
internacionales de derechos humanos comprenden obligaciones específicas en 
relación con el acceso a agua potable”. Es decir que esas obligaciones piden a los 
estados que se garantice a la totalidad de las poblaciones poder tener acceso a una 
medida de considerable del líquido para darle un uso personal y domestico que 
comprende “el consumo, el saneamiento, la preparación de alimentos y la higiene 
personal”. Por otra parte, “también les exigen que aseguren progresivamente el 
acceso a servicios de saneamiento adecuados, como elemento fundamental de la 
dignidad humana y la vida privada, pero también que protejan la calidad de los 
suministros y los recursos de agua potable” (ibid). 
 
Para el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su Observación 
General N.º 15 sobre el derecho al agua, define como “el derecho de todos a disponer 
de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y 
doméstico”. A partir de la ausencia literal de los consagrados como derechos para el 
PIDESC dicho comité estipulo que este derecho se ata al derecho de un nivel de vida 
adecuado, al igual que “los derechos a disponer de alimentación, de una vivienda y 
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de vestido adecuados”. El comité también subrayó que el derecho al agua está 
indisolublemente asociado al derecho a la salud y a una vivienda y una alimentación 
adecuadas. 
 
Balaguer y Navarro (2016) registran que las Naciones Unidas reconocen el agua 
potable como un recurso esencial e imprescindible para la vida, por lo que adquiere el 
carácter de derecho universal, indivisible e imprescindible. Entre los denominados 
derechos de “tercera generación” vinculados con nuevas necesidades surgidas como 
consecuencia de la evolución de la sociedad, y que son reclamados 
internacionalmente por distintos actores y movimientos sociales. Esta reivindicación 
se articula en la Declaración de Derechos Humanos Emergentes a partir del “derecho 
a la existencia en condiciones de dignidad”. 
 
Proveer agua a asentamientos en zonas urbanas es una tarea sencilla que se 
complica al tratarse de zonas marginales o asentamientos informales. Esta 
problemática conlleva situaciones en donde se carece de un sistema adecuado de 
tratamiento y eliminación de residuos. Plantean como solución darle un enfoque 
universal, con carácter obligatorio para todos los proveedores. 
 
Para Sanchez (2008), ”existe una relación directa entre la falta de reconocimiento 
jurídico en los planos nacional e internacional de un  derecho humano fundamental al 
agua autónomo”, debido a que no tiene que estar construido este derecho a partir de 
la existencia de otros derechos humanos, como por ejemplo la salud, la alimentación  
a cambio de eso, debe existir con sus propios lineamientos para garantizarse y 
cumplirse, ya que esta ausencia rodea a muchas personas por la falta de protección 
adecuada de este derecho que debe ser fundamental y autónomo, puesto que el 
silencio frente a este derecho a generado su vulneración en miles de personas, por 
este motivo se debe exigir un trabajo internacional mancomunado o de las políticas 
internas de cada país. 
 
2.3.3 Discusiones constitucionales sobre el reconocimiento fundamental 
del derecho al agua y mínimo vital 
 
El tema relacionado al mínimo vital es de gran importancia tratarlo de manera 
específica en esta investigación, puesto que, en nuestro país para poder hablar del 
derecho autónomo al agua, tenemos que hablar de la fuente de dicha consideración 
y es lo relacionado con el mínimo vital. La primera jurisprudencia en la Corte 
constitucional que aborda   el tema   del mínimo vital es la Sentencia (T-426 de 1992) 
y postula una pequeña regla de carácter constitucional de la siguiente manera: “La 
tutela procede por violación al derecho fundamental al mínimo vital cuando está en 
peligro el mínimo vital de las personas y el Estado, pudiendo prestar el apoyo material 
mínimo, no lo hace”. 
 
En la Sentencia T-240 de 2007 (CCC, 2007), se ha precisado que el derecho a la vida 
no hace referencia únicamente a la vida biológica, sino que también comprende 
condiciones de vida pertenecientes a la dignidad propia del ser humano, es decir se 
encuentran unidos los conceptos de “vida digna con el núcleo básico de condiciones 
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materiales de existencia–mínimo vital de subsistencia”. Para el caso de esta sentencia  
la Corte resolvió que la decisión de empresas públicas de Medellín (EPM), afectaba 
el derecho a la vida en condiciones dignas del accionante, conexo con el derecho a la 
salud puesto que procedieron con la suspensión del servicio público de acueducto por 
motivos de falta de pago, siendo esta persona un sujeto de protección especial por la 
condición que le generaba su enfermedad, y dicha accionante requería tener acceso 
a una cantidad de agua suficiente para efectuar el tratamiento médico en el que se 
encontraba.  
 
Para la Sentencia T-546 de 2009 (CCC, 2009), a juicio de la Corte no todos los casos 
en los que se presenta incumplimiento por falta de pago, se pueden proceder a 
interrumpir los servicios públicos domiciliarios respecto a cortar de manera total el 
suministro de estos. Cuando la persona falta a su obligación porque no está en las 
condiciones para cumplir, el servicio público que se deja de suministrar es vital para 
la garantía de otros derechos fundamentales como por ejemplo el derecho a la vida, 
o a la dignidad, aquí lo que debe suspender la empresa es la manera en que otorga 
su servicio, es decir cambia la forma en general como ofrece el servicio, y ahora debe 
ofrecer al usuario la cantidad mínima básica que se considera indispensable para su 
existencia, permitiéndole acuerdos de pago flexibles para poder contar con el 
suministro del servicio. Teniendo en cuenta el desarrollo jurisprudencial, para el caso 
del abastecimiento y mínimo vital del agua potable según la Sentencia T- 740 de 2011, 
estableció que se encuentra en cantidades mínimas de 50 litros por persona al día, 
para garantizar una vida en condiciones dignas (CCC, 2011). 
 
Como se ha mencionado en líneas anteriores, este derecho al mínimo vital tiene 
carácter de derecho innominado y ha influido de manera significante en el intento de 
referendo sobre el agua, al reconocer por medio de las vías constitucionales el 
derecho al mínimo vital de agua potable, podemos relacionar las normas y también 
los principios que conforman el bloque de constitucionalidad mecanismos por medio 
de los cuales se ha llegado al reconocimiento del derecho humano al agua como 
fundamental. Según lo considerado por el Comité de los DESC, se expuso que el agua 
parte de ser un recurso natural, el cual se convierte y se debe garantizar a través de 
un servicio público, por medio del cual podemos gozar de una buena salud, sin dejar 
atrás que no puede ser calificado como un bien económico, sino que es un bien publico 
de con un fin social (PIDESC. 1966). 
 
En el caso de Arango (2002), define como mínimo vital aquel derecho fundamental 
que no está nominado y que nos permite subsistir con unos estándares mínimos a 
partir de lo establecido por la Constitución Política y el bloque de constitucionalidad, 
de esta manera, el mínimo vital al agua está ligado al principio de progresividad, el 
cual lo regula el Protocolo Internacional de San Salvador. El llamado mínimo vital es 
un grupo de condiciones mínimas, de carácter material, que son importantes para una 
vida digna, garantizada de manera mancomunada por la aplicación de otros derechos.   
 
Un desatino que puede implicar el reconocimiento de dicho derecho fundamental y 
autónomo al agua, de acuerdo con Bello & Arciniegas (2012), es la expedición de la 
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Ley 142 de 1994 los servicios públicos que presta el Estado, en el que está inmerso 
la prestación de agua potable y saneamiento básico que ha venido siendo privatizada. 
Aquí el agua ya no es vista como una necesidad fundamental, se convierte en un bien 
que presta un servicio de consumo, a partir de esto las empresas prestadoras del 
servicio público domiciliario monta el precepto de libre competencia y eficiencia 
económica (CRC, 1994). 
 
La discusión para Molina & Morales (2018) “lleva a considerar que, si bien existe un 
derecho a un mínimo vital, también existe una limitación en cuanto a la existencia y 
disponibilidad del recurso, que está distribuido de manera inequitativa y que se ve 
afectado por el aumento de la población y a la vez por el consumo de los individuos” 
(p.3). 
 
2.3.4 Aspectos de discusión para un reconocimiento universal: Conflictos 
y tensiones sobre el agua como derecho 
 
Desde el punto de vista universal, el derecho al agua ha sido un gran tema de 
discusión en diferentes tratados, conferencias, observaciones e instrumentos 
normativos del bloque de constitucionalidad. El reconocimiento de dicho tema ha 
generado discusiones por parte del Estado como garante de la protección y 
reconocimiento del derecho, pero también por parte del titular del derecho, quien es 
el principal actor para su reconocimiento. 
 
Encontramos que existen temas relacionados con derecho al agua y es el caso del 
mismo junto al saneamiento básico que también es importante y por eso es tenido en 
cuenta en este texto. El autor explica que, DHAS ha sido definido como “la innovación 
más notable en gestión del agua de la historia moderna, en la medida en que procura 
volver al individuo al centro de la administración del recurso” (McGraw, 2010). 
 
Según Lentini & Ferro (2014) consideran que el destinatario es quien goza del 
derecho, por lo que esto le implica al aparato estatal un conjunto de cargas jurídicas 
las cuales delimitan su campo de acción, por este motivo la potestad de las 
autoridades del Estado se ha disminuido, es decir ponen en riesgo el cumplimiento 
genuino del derecho al existir cargas para el estado, diferentes a las ya establecidas. 
 
Encontramos que para Sánchez (2008) las normas escritas por sí mismas, no son la 
confirmación, por los vacíos que existen, de la realización del derecho fundamental al 
agua en el ámbito internacional general, es decir, exigible por todos. De esta manera 
la obligatoriedad derivada de las normas o disposiciones internacionales mencionadas 
a lo largo del trabajo que surgen del PIDESC, son exigibles exclusivamente a las 
partes que conforman estos acuerdos “En el caso más extenso, el PIDESC obliga a 
algo más de 150 estados sobre un total aproximado de 200” (PIDESC, 1966). 
 
Teniendo en cuenta a González (2015) resaltamos la importancia de que cada Estado 
avance en consolidar a los grupos humanos que están bajo su potestad o jurisdicción, 
tener acceso al agua potable y al saneamiento sin discriminación alguna, conforme a 
la legislación nacional, puesto que estos dos aspectos componen de manera uniforme 
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la realización de los demás derechos humanos. El autor no deja en duda que el agua 
es necesaria para la vida y primordial para obtener un desarrollo socio económico, con 
sostenibilidad ambiental. Al evitar la discriminación en la población respecto al acceso 
al agua, como derecho, basado en las leyes y políticas nacionales, aporta en el 
objetivo de luchar contra la pobreza, desigualdad y vida digna. 
 
A pesar de lo anterior, algunos casos que pueden mostrar la falta de cumplimiento en 
el reconocimiento universal del derecho al acceso al agua en Colombia, son 
reiterados. Así, por ejemplo, en la investigación realizada por Vega, Castro & Arcon 
(2014) frente al tema de acceso al agua, se logró evidenciar para el caso del municipio 
de Santa Lucia Atlántico, sus habitantes los cuales llevan más de 14 años padeciendo 
problemas con este líquido, ven el agua más como un servicio público, que como un 
derecho de rango fundamental, como consecuencia de esto, no le prestan la 
importancia que reviste el caso, puesto que en este municipio tienen problemas de 
contaminación e insalubridad del agua, los cuales se siguen presentando por el 
desconocimiento de las normatividades existentes tanto de carácter nacional como 
internacional del derecho al acceso al agua. En este municipio hay hogares en los que 
se tienen que abastecer hasta tres familias, debido a que los entes municipales 
encargados de la administración a través de concesión con la empresa de servicios 
públicos, no han generado acciones concretas para contrarrestar esta situación tan 
precaria que viven las familias. De ahí la importancia de un reconocimiento universal 
del derecho fundamental y autónomo al agua, para que de alguna manera se intente 
satisfacer las necesidades de todos los gobernados, evitando la vulneración de sus 
derechos. 
 
De esta manera, es importante que estas realidades cambien para que el 
reconocimiento del acceso al agua, se cumpla conforme a los mandatos 
constitucionales en la práctica y no sólo de manera simbólica. Sin embargo, otros 
obstáculos que también deben ser relacionados a este análisis, se encuentran en 
diferentes escándalos de corrupción por parte de las autoridades públicas y privadas 
como se abordará más adelante, sin olvidar también los problemas económicos que 
presenta nuestro país, la mayoría de veces estas problemáticas las sufren los estratos 
bajos y los lugares donde la cobertura del Estado no garantiza el disfrute del derecho 
al agua.  
 
Abordando otros casos paradigmáticos a nivel regional sobre conflictos por el agua, 
especialmente en relación a países de América Latina, Cordero (2009) citando a 
Lobina (2000) señala sobre la “guerra del agua” en Cochabamba constituye el fracaso 
más dramático entre los proyectos de privatización del agua en América Latina. 
Cochabamba representó “una gran victoria popular contra las fuerzas de la 
globalización neoliberal”. Este tema puesto que es un hecho conocido, surgió a raíz 
de que el Fondo Monetario Internacional (FMI) hizo un préstamo a Bolivia en el año 
1998, imponiendo como una de las condiciones que las empresas públicas 
remanentes del país, fueran privatizadas, dentro de esa lista estaba la compañía 
operadora de agua en Cochabamba, llamada Servicio Municipal de Agua Potable, 
SEMAPA. 
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Otro conflicto en términos comparativos, es el caso de lucha por el agua frente a su 
escasez en Chile. Aquí, por ejemplo, se mencionan algunas situaciones en las cuales 
el Estado, ha permitido invertir en grandes cantidades en cultivos de aguacate (o palta) 
en la provincia de Petorca, con lo cual se disminuye la disponibilidad de agua para las 
comunidades de la región. Esta situación tuvo eco en Sudamérica, puesto que en este 
lugar se ha experimentado un potente conflicto territorial alrededor del debate hídrico, 
originado por “el modelo privado de gestión del agua chileno, el agronegocio frutícola 
y los efectos de periodos prolongados de sequía”. (Panez, Mansilla & Muñoz, 2018. 
p.2.). En efecto se ha probado las consecuencias que ha generado la fractura del 
territorio, a su vez generada por la ardua explotación de la tierra para fines de 
exportación frutícola. Como principal consecuencia de esta fractura a la tierra, se 
afectó a la comunidad campesina que se dedicaba a la agricultura, puesto que los 
trabajadores del campo no cuentan con el acceso al agua para la crianza de sus 
animales, ni tampoco para sembrar sus cultivos con los que se sustentaban. 
 
Esta realidad en términos comparativos, se puede abordar en el caso colombiano, en 
donde existe una gran cantidad de conflictos ambientales por el agua, entre los que 
se encuentran actividades agroindustriales como monocultivos de palma africana con 
desplazamientos sociales, así como prácticas de proyectos mineros y de 
hidrocarburos en las políticas extractivistas, y por otra parte proyectos de desarrollo 
que incluso son impulsados desde empresas tanto estatales como privadas de 
hidroeléctricas, lo cual no establece un nivel de prioridad en las políticas y en los 
instrumentos jurídicos de regulación ambiental que deben estar enfocados en el 
principio de prioridad ambiental del uso y acceso del agua para consumo humano, 
como ha sido establecido en la Ley 99 de 1993 y en el Decreto Único Reglamentario 
del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible (Decreto 1076 de 2015) (CRC, 1993, 
PRC, 2015). 
 
Diversas normativas internacionales adolecen de establecer limitaciones para poder 
inferir que, con la sola aprobación de los tratados o disposiciones internacionales 
respecto al tema, se logre la materialización de un derecho fundamental al agua de 
alcance universal, entre otras razones, por la falta de obligatoriedad jurídica por 
ejemplo de las resoluciones de la Asamblea General de Naciones Unidas o en 
Conferencias de las Partes en Tratados Internacionales en materia ambiental y 
específicos en cuanto al tema del agua. 
 
El reconocimiento del derecho supone el cumplimiento de unas necesidades propias 
para su aplicación. En palabras de Sanchez (2008) “en un descuido, el derecho 
humano al agua puede ir a parar fácilmente al limbo donde conviven las buenas 
intenciones carentes del correcto corsé normativo e institucional” (p.21). Aquí el 
principio de progresividad de los PIDESC debe estar bien estructurado debido a que 
proclamar el derecho humano al agua sin un tratado universal que lo garantice en 
cuanto a la construcción de factores como la dogmática de la normativa contenida, 
generara un resultado no deseado. “La pluralidad de los derechos a través de los que 
se manifiesta para hablarnos desde el más allá –el derecho a la vida, a la alimentación, 
etc.; y la variedad y heterogeneidad de marcos normativos en los que hace aparición, 
David Alexander Gómez Sánchez 40 
  
 
regionales, o universales, obliga a proceder con suma cautela a la hora de establecer 
un contenido y alcance verdaderamente universal, que sea invocable frente al 
conjunto de los Estados y no sólo frente a éste o aquel parte en un convenio concreto”. 
(ibid., 2008). 
 
2.4 Fundamentos teóricos 
 
Según la Constitución Política (1991), encontramos que, dentro de los fines esenciales 
del Estado, se deben garantizar y promover los derechos y deberes consagrados en 
la Constitución. El aparato estatal colombiano, da un reconocimiento a los derechos 
inalienables de la persona sin discriminación alguna por factores de tipo social o 
cultural y busca amparar a sus nacionales respetando sus derechos. En cuanto a los 
derechos que debe suplir el Estado a los individuos, éstos se encuentran establecidos 
en la Constitución Política (1991), bajo los artículos 1,2,5, seguido a los artículos 
mencionados, en la constitución, en el capítulo 1 y 2 encontramos un catálogo sobre 
las garantías fundamentales, sin embargo y poniendo el ejemplo el derecho a la salud, 
aquí no hace referencia específica del mismo, por lo que mediante la vía 
jurisprudencial la Corte Constitucional ha venido reconociendo su nivel de importancia. 
La existencia de un derecho fundamental no depende tanto de un reconocimiento 
expreso por parte de los creadores de la norma constitucional, (CCC, 1992). En el 
artículo 49 de la Constitución (1991) encontramos que “el Estado es quien organiza. 
dirige y reglamenta el acceso a los servicios de salud de los habitantes conforme a los 
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad” De igual forma, el estado debe 
establecer políticas relacionadas con el mismo tema para a su vez poder vigilar y 
controlar de manera eficaz. 
En el artículo 78 de la Constitución se estableció que, por medio de la ley, se buscara 
inspeccionar y regular lo referente a la calidad en la prestación de los servicios a los 
usuarios (ANC, 1991). De igual manera que las empresas cumplan con brindar 
información a la comunidad respecto a su comercialización, y de la misma manera 
para el cumplimiento de este deber, el Estado tiene que desplegar normas y 
reglamentos técnicos, con base en investigaciones de especialistas, dirigidos a temas 
de saneamiento básico y salubridad, pero que en general tengan que ver con aspectos 
que afecten o benefician la salud de sus destinatarios. 
 
2.4.1 Reconocimiento de la importancia de adecuar políticas para proteger 
el derecho al agua 
La preocupación jurídica por el derecho al agua ha adquirido interés creciente en los 
años recientes debido a las consecuencias que se han manifestado y que se esperan 
en el futuro en relación con el cambio climático. Así pues, Klein (2015) considera que 
es una batalla entre el capitalismo y el planeta, y que gana el capitalismo con la excusa 
de la necesidad de crecimiento económico para aplazar la acción contra el cambio 
climático, así las cosas, naciones como Estados Unidos ha desacatado 
arbitrariamente por los compromisos que han pactado en diversas cumbres sobre 
temas ambientales como la reducción de emisión de gases que ha llegado a un punto 
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crítico, sin embargo el tema no solo queda en Norte América, también se expande 
hacia Europa y los demás continentes, tomando medidas como la perforaciones para 
yacimientos de petróleo o la tala masiva de árboles, sesgando a la sociedad inventado 
que es una solución económica para esos países. Tristemente este autor afirma que 
esta batalla está perdida para el planeta, debido a que las soluciones planteadas, van 
encaminadas a la destrucción del ambiente afectando de manera irreparable a la 
naturaleza. Una solución propuesta por este autor, no es sólo modificar las políticas y 
gastar dinero en investigaciones para mitigar los daños, sino mejor educar a la 
sociedad y sustituir la manera de pensar para que los cambios sean visibles, las 
naciones más poderosas del mundo deben evitar el daño ambiental aun cuando este 
tipo de decisiones les cueste desestabilizar su poder ante las demás naciones, para 
que así se puedan presentar los cambios de manera positiva. Es fundamental que las 
potencias mundiales no vean en los otros países un símbolo de contendores, sino que 
se pueda trabajar como un equipo, en busca de proyectos que beneficien a toda la 
sociedad, colaborándose los unos con los otros, dando ejemplo y muestras de una 
solución con efectos transformadores, que sean un precedente y que se puedan 
observar a partir de ya, sacrificando el dinero y el poder, por un ambiente sano y 
duradero. 
En el caso de Gordillo (2014), éste concuerda con el punto de vista anterior, señalando 
que, si los países giran en torno de sí mismo, estas actitudes generaran una 
catástrofe, su reflexión tiene tintes políticos y jurídicos, diferente a la propuesta de 
Ortega (2016), quien está en desacuerdo con las riendas tomadas por el estado frente 
al tema, en la que prevalece la economía sobre un posible conflicto ambiental.  
Respecto a su relación con la justicia ambiental, Bellmont (2012) considera que las 
consecuencias que se generan al destruir al ambiente provocan un impacto poco 
alentador para las futuras generaciones, debido a que, en los próximos tiempos, la 
sociedad se verá excluida de gozar de los beneficios que tiene un ambiente en buen 
estado, el cual, a medida que la contaminación y la destrucción avanza, poco será el 
rastro que dejará. 
De esta manera, la autora sugiere un trabajo enfocado en dar resultados alentadores, 
utilizando las herramientas necesarias para mitigar y evolucionar en búsqueda de las 
soluciones ambientales que eviten futuras crisis, trabajando incansablemente por la 
búsqueda de la justicia ambiental que pueda exigir una compensación a los daños 
generados al planeta tierra a lo largo del tiempo por la falta de interés de un mundo 
mejor para la presente y la futura generación. El termino justicia referente al tema 
ambiental, sugiere la colaboración por medio de la actividad humana, con el objetivo 
de mantener la lucha por un ambiente digno para la humanidad. 
De manera complementaria dentro del artículo 49 de la Constitución se instaura que 
“corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de 
salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad”. Como se puede determinar, abarcan otra serie 
de compromisos del Estado en lo referente al derecho a la salud, especialmente con 
relación a las normas de éste, responsabilidad que incluye, además, la previsión y 
reforma de impactos para la salud, que no se quieren tener en los productos y 
servicios. Se concreta más específicamente donde manifiesta que al Estado le 
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compete instaurar las políticas requeridas en cuanto a servicios de salud por parte de 
entidades privadas, y ejecutar de forma directa su labor para “establecer las políticas 
para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su 
supervisión e inspección. 
De otro lado, las inquietudes jurídicas que surgen con relación al derecho al agua, han 
procurado prestar mayor atención en la actualidad, a causa de las consecuencias 
surgidas y que se presentarán a futuro en lo referente al cambio climático, según Klein 
(2015) conforma una contienda surgida entre el capitalismo y el planeta, donde sale 
avante el capitalismo debido a que se escuda en necesitar desarrollo económico para 
suspender el actuar inminente contra el cambio climático, o para quebrantar las 
obligaciones que se tomaron con los países como por ejemplo el Acuerdo de París,  
en el cual se han generado compromisos tanto por países desarrollados como por 
países en desarrollo, en especial, en temas de mitigación y adaptación (ONU, 2015). 
Al mismo tiempo, se encuentra la Convención para la lucha contra la Desertificación y 
Sequía ratificada por Colombia, que ha sido el instrumento internacional principal para 
activar políticas en relación a la conservación de las fuentes hídricas reconociendo la 
importancia para la subsistencia de la población (ONU, 1994). Asimismo, cuando se 
les implanta a los griegos que la única salida que tienen para enfrentar la crisis 
económica es permitir en sus mares perforaciones de petróleo y gas, o en el caso de 
Canadá, donde se les informa que, para evitar terminar como Grecia, deben posibilitar 
destruir los bosques boreales con el fin de sacar betún semisólido de las arenas de 
Alberta. Todas estas situaciones conforman el sacrificio que se debe realizar con tal 
de alcanzar desarrollo económico. 
Así mismo, con relación a la contienda que se genera entre el mundo y el capitalismo, 
manifiesta Klein (2015), la ventaja que tiene el capitalismo, puesto que éste admite 
que las alternativas exclusivas de escoger son bastante perjudiciales, como: 
sobriedad o extracción, intoxicación o pobreza. Aunque, según dicho autor, el reto no 
conlleva el requerimiento de invertir demasiado dinero y transformar diversidad de 
políticas, sino más bien alcanzar discernimiento y transformar la manera de pensar, 
para que los cambios que se quieren lograr se permitan. Con relación a la disputa 
brutal entre los países, señala que ha generado en muchos años paralización en los 
convenios de las Naciones Unidas con relación al clima, donde ciertos países con 
mayor riqueza mantienen una posición de negación contra la no minimización de las 
emisiones, para evitar arriesgarse con relación al rango o categoría que poseen a nivel 
mundial.  
Mientras tanto, otros países con menores recursos, manifiestan que no se privarán de 
su derecho a contaminar, de la misma forma como lo realizaron los países ricos 
cuando estaban marchando a su posición con relación al enriquecimiento, así ello 
implique recrudecer los perjuicios a las personas más pobres. (ibid., p.33). Así mismo, 
se manifiesta que para que se genere la transformación, se requiere que establezca 
y represente una visión del mundo, que no contemple como contrincantes a otros 
países, sino que los determine como copartícipes en las transformaciones para 
nuevos proyectos, como lo efectuado en el Ecuador, siendo el primer país en 
comprometerse, ya que ningún otro país había realizado dicho cambio. Siguiendo la 
línea de Klein, (2015) el requerir abordar ese cambio, es debido a que necesita 
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emprenderlo al instante. los especialistas en materia energética, sugieren que, si no 
se inspeccionan las emisiones propagadas, antes del 2017, la economía que se 
fundamenta en combustibles fósiles tendrá una producción de calentamiento 
extremadamente riesgoso. 
De forma similar, Gordillo (2014) señala que, si todos los países permiten que la 
administración de las empresas sea a través del sector privado, el desarrollo en el 
mundo se encamina es hacia las atrocidades, el objetivo que tiene su obra es el 
análisis en el aspecto jurídico-político. Continuando con esta idea, Ortega (2016), 
plantea que no se encuentra de acuerdo con los preceptos del Estado, conformando 
la postura que se basa en “ecologismo de libre mercado”, y enfrentándose a la 
determinación enraizada de la no “privatización del mundo” como mecanismo para 
solucionar las dificultades que proyecta la crisis de la ecología. 
El comienzo de la tendencia por la Justicia ambiental según Merlinsky (2018) se 
genera iniciando los años 1980. Este término lo vinculan diversos autores con la 
catástrofe inicial que se suscitó por residuos tóxicos denominado el “escándalo de 
Love Canal” que se propició en el año de 1978. La comunidad de Love Canal en Nueva 
York se había construido en un viejo canal de navegación que se utilizaba como 
colector de residuos químicos tóxicos. En este terreno se creó un barrio que fue 
poblado por una comunidad de pocos recursos (segregación socioeconómica). En una 
época donde se presentaron copiosas lluvias que generaron el surgimiento de 
desperdicios que se encontraban enterrados, produciendo un enorme aumento de 
enfermedades, situación que generó un enfrentamiento civil presionando al gobierno 
a proclamar a dicha comunidad como área de catástrofe nacional y tener que volver a 
acomodar a los residentes en otra área. 
También señala Bellmont (2012) que se presentan muchos atropellos generados por 
la inequidad en cuanto a la consecución de bienes ambientales y la desigualdad en 
los efectos producidos por la contaminación y la devastación del ambiente 
perjudicando la humanidad, concretamente a quienes no cuentan con los amparos del 
sistema de producción reinante, a los que la misma sociedad los ha llevado, dentro de 
una atmósfera de dificultades ambientales. 
De igual manera, la autora sugiere adoptar acciones para sobrepasar las dificultades 
que se presentan en el ambiente; dificultades que requieren escudriñar sobre las 
soluciones al respecto. De esta manera, a partir de fines del siglo XX, diferentes 
entornos tanto sociales como culturales, han solidificado el concepto de justicia 
ambiental, desde que surgieron los debates de los movimientos sociales en contra del 
racismo ambiental, y con base en los sacrificios por compendiar los temas del 
ambiente con la hipótesis de la justicia. Señala igualmente, que en distintos sitios 
quienes se encargan del manejo de las hipótesis en cuanto a la filosofía política, 
sociología, ecología política, ética y derecho, al igual que quienes estudian los 
movimientos sociales de diversas corrientes, desean a través de la “justicia ambiental” 
otorgar una base para sus pensamientos y demandas por los perjuicios generados al 
planeta por la extirpación sin control de los recursos naturales. 
En los desarrollos realizados por Bellmont (2012), en su trabajo agrupa y respalda la 
investigación que se lleva a cabo también dentro de los distintos conceptos de justicia 
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ambiental, desde que surgió hasta la actualidad, donde su integración se apoya para 
la ejecución de las labores humanas, como la única forma de sostenibilidad para el 
ser humano. Se presenta desde las representaciones más simples hasta las 
cimentaciones teóricas que la afrontan totalmente, para definir los componentes 
conforme se requieran en cualquier momento o sitio concreto (Hurtado, 2009), 
simbolizado por las determinaciones judiciales que ha pronunciado la Corte 
Constitucional últimamente en temas ambientales, lo cual permite demostrar que la 
magnitud de la justicia ambiental conforma un propósito y una aspiración de 
realización de la sociedad en su relación con la naturaleza. 
Pese a los avances que se han realizado frente a dicho tema, existen problemas que 
no han tenido una solución adecuada, por ejemplo, no se puede negar la doble 
connotación que podemos darle al agua: la primera es que tiene componentes de un 
recurso natural y por otra parte podemos decir que es un derecho. Partiendo del punto 
del agua como un recurso ya hemos venido escribiendo frente al peligro en el que se 
encuentra debido a la crisis ambiental que viven la mayoría de países de la tierra. 
Para Echevarría & Anaya (2018) “Ante este panorama de escasez, y excesivo 
consumo, ¿asumir el costo de la cobertura del agua potable a la población excluida, 
será una acertada decisión que conlleve a la justiciabilidad del derecho de acceso al 
agua potable por parte del gobierno colombiano?” (p.4) La respuesta no puede ser 
subjetiva, ya que desde la comodidad de quienes tenemos beneficios y no nos falta 
ningún recurso, podemos dar cualquier respuesta apresurada sin saber las 
implicaciones que puede llevar; pero el problema va más allá, tiene que ver con otros 
temas como la corrupción, las políticas públicas ineficaces frente al tema, la pobreza, 
la calidad del agua, la escasez del agua entre otros factores que influyen. Sin 
embargo, los autores se hacen otra pregunta “¿Será esta acción la necesaria para la 
sociedad colombiana que sufre los estragos de carecer total o parcialmente del vital 
líquido, o que pudiendo acceder a él, no se encuentra en condiciones para consumo 
humano?” (ibid., p.4). 
El punto de vista de Buob (2012) confirma que es importante tener en cuenta la 
relación que existe entre la pobreza y el acceso al agua, como condición requerida 
para disfrutar de niveles de vida dignos, aunque sea mínimos. Este fenómeno de la 
pobreza se ve en los países en vía de desarrollo, pero también en países de occidente.  
Así quedó en evidencia la preocupación manifestada por el Consejo de Derechos 
Humanos: “por el hecho de que aproximadamente 884 millones de personas no 
tengan acceso a fuentes de agua mejoradas según la definición del informe de 2010 
del programa conjunto de monitoreo de la Organización Mundial de la Salud y el Fondo 
de las Naciones Unidas para la Infancia, y de que más de 2.600 millones de personas 
no tengan acceso a servicios básicos de saneamiento” (CIDH 2010: 2)  
Segerfeldt (2006) confirma que “la falta de acceso al agua provoca 12 millones de 
muertes al año, en otras palabras, por la falta de acceso al agua potable mueren 22 
personas por minuto” (p. 28). Así es como las problemáticas en cuanto al tema 
continúan. Proveer agua a asentamientos en sitios urbanos no tendría mayor 
complicación al compararse con sitios aislados, marginados, o en zonas inestables; 
uno de los problemas frecuentes en estas zonas está en que carecen de un sistema 
de acueducto, es decir que no sólo la ausencia del derecho fundamental y autónomo 
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al agua es el que se hace visible aquí, también la ausencia de otros principios 
constitucionales genera las fallas en el sistema. Al respecto, De Currea-Lugo (2005) 
señala que, sin ser llamados fundamentales, estos adjudican dicha denominación por 
su innegable conexión con los demás derechos de carácter fundamental, en otras 
palabras, si no existiera una conexión entre ellos, su protección se tendría en cuenta 
de forma separada, pero al existir la relación directa, al no protegerse los primeros 
derechos, se desencadena una serie de transgresiones respecto a los segundos. No 
podemos decir que por no exigir de manera inmediata al estado lo que necesitamos, 
libera a este de la responsabilidad que tiene de garantizar y proteger, lo que le implica 
es incluir es sus presupuestos departamentales y municipales los rubros que sean 
necesarios para garantizar la cobertura, la ampliación, un buen servicio y un servicio 
prestado de manera continua. 
2.4.2 Problemáticas universales relacionadas con el acceso al agua 
Retomando el tema del mínimo vital se abordarán algunos casos específicos respecto 
a políticas públicas e interpretación del marco jurídico normativo. Uno de estos es el 
caso de la capital colombiana, en donde la población tiene cobertura de 
abastecimiento de agua en todas las localidades, pero el beneficio está concentrado 
en las localidades que tienen más cantidad de personas de estratos 1, 2 y 3. Este es 
uno de los motivos por los cuales este derecho es para beneficio de población 
vulnerable, o personas que podemos considerar están en condiciones de 
vulnerabilidad o  debilidad manifiesta , así que a estas personas no se les puede 
suspender el servicio público de agua, según la jurisprudencia colombiana (Sentencia 
C-150 de 2003). 
Sin embargo, la discusión del mínimo vital también se centra en por qué solo para 
estos estratos es dicho beneficio, así que en la investigación que hizo Echevarría & 
Molina (2018), dentro de sus datos, revelan que, si se hubiera hecho un referendo del 
agua, al aprobar un mínimo vital, las personas que viven en el estrato 5 y 6 se 
beneficiarían, puesto que no tendrían sobreprecio por el consumo básico que sería 
gratuito. De esta manera el Estado colombiano estaría dando una especie de subsidio 
o un descuento a las personas, tanto para las que se encuentran y no se encuentran 
en condiciones de pagar por la prestación del servicio de acueducto. Así las cosas el 
perjudicado seria el Estado porque tendría que llevar la carga de aportar y destinar 
más recursos a subsidios, pero ya no solo tendría en cuenta a los usuarios de estratos 
de menos ingresos, 1 2 y 3 si no que tendría que tener en cuenta a toda la población, 
es decir también a los estratos 4,5 y 6, y esto podría generar una consecuencia 
negativa, es decir perder ese ingreso que tiene actualmente el estado por el pago o el 
cobro que realiza a los usuarios de estratos altos que hacen ese aporte en su factura. 
Pese a este argumento, lo que se puede evidenciar en las experiencias en países 
desarrollados es que la cobertura es universal al dar tratamiento como derecho 
fundamental con reconocimiento en las políticas públicas. 
Por otra parte, también son latentes los temas de corrupción asociados a la visión del 
agua como negocio privado o en busca de beneficios rentísticos por determinados 
sectores económicos y políticos. En septiembre del año 2018 el periodista Daniel 
Coronell, en su columna dominical para la Revista Semana, titulo su publicación “La 
murga de Panamá” para dar a conocer un escándalo de corrupción que se presentó 
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en Colombia, por parte del actual ministro de hacienda, Alberto Carrasquilla, quien 
para el año 1997 fungió por primera vez como jefe de la cartera de hacienda en el 
gobierno del presidente Álvaro Uribe. El escándalo conocido como los “bonos 
Carrasquilla o bonos del agua” que fueron creados para el financiamiento de proyectos 
de agua potable y saneamiento en varias regiones del país, en últimas terminaron 
siendo los generadores de perjuicios económicos para 117 municipios del país, los 
cuales se empobrecieron a raíz de esta medida. El periodista hizo la denuncia que 
puso entre ojos a Carrasquilla debido a que fungió como impulsador de una reforma 
constitucional en el año 1997, que posteriormente terminó convirtiéndose en una ley 
en el año 2007 la cual permitió el nacimiento de esos bonos de agua. Esa ley les 
permite a los alcaldes de los municipios que en ese momento se les imposibilitaba 
beneficiarse de un crédito, poder pignorar los recursos del sistema general de 
participaciones, con el fin de financiar los trabajos necesarios para crear la 
infraestructura en agua potable y saneamiento ambiental. No pasaron muchos días 
después de este suceso para que Carrasquilla creara la empresa Konfigura que fue 
la que asesoro el proceso que debía llevarse para acceder a los bonos y así poder 
hacer la compra de los recursos de los municipios con una supuesta tasa de interés 
adecuado. (Coronell, 2018)  
Este evento llevo a que el ministro fuera citado a un debate de control político, puesto 
que la investigación asumida por el senador Jorge Robledo asegura que a los 
prestamistas les pagaron “la atractiva tasa de 8 %, en tanto a los municipios les 
cobraron la muy alta de 11 %, porque Carrasquilla y sus socios se quedaron con el 3 
por ciento, unos 14.000 millones de pesos anuales durante cinco años” (Robledo, 
2018). De esta manera los municipios se vieron obligados a pagar intereses más altos 
que los establecidos comercialmente y lo triste del caso es que las obras que se 
llevarían a cabo con estos bonos, quedaron en el limbo, pues sólo se ejecutaron obras 
en pocos municipios. Tras 7 años de todos estos hechos que hasta el momento no 
han avanzado en las investigaciones de los medios de control administrativo y 
judiciales, se declaró el final de estos bonos. 
Para concluir respecto a casos como estos, podemos darnos cuenta de que los 
problemas presentados son algunos de los motivos por los que se presentan pocos 
avances en el tema del agua como un derecho, es imposible que los recursos que le 
pertenecen a las comunidades, sean usados en negocios turbios, impidiendo el goce 
y disfrute de condiciones de vida favorables en lugares que hay un gran atraso 
estructural lo cual dificulta garantizar derechos fundamentales sin discriminación, 
generando aberraciones en el derecho a la igualdad. 
La realidad en Colombia permite ver que las obligaciones que tiene el Estado con la 
comunidad han sido bofeteadas por la falta de control a las entidades 
gubernamentales, y la facilidad con que los intereses políticos priman sobre las 
necesidades del conglomerado social. 
Toda esta situación no permitiría generar avances, debido a que en pleno siglo XI, en 
el país el derecho humano al agua sigue siendo vulnerado, puesto que una gran parte 
de las personas de Colombia, están ubicadas en regiones rurales, o a las afueras de 
las principales ciudades y este motivo les impide contar con este derecho. Se han 
visto movilizaciones y trabajo comunitario para fortalecer las exigencias y contar con 
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este líquido, sin embargo, a lo largo de la historia se siguen presentando vulneraciones 
en poblaciones recónditas, que su única herramienta para hacerse escuchar es 
conformar una organización que no trasciende el ámbito local  
De acuerdo al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en el año 2019 el 8% de la 
población colombiana no contaba con acceso al agua potable, lo que significa que 
3.700.000 de personas las que no cuentan con acueductos ni pozos, departamentos 
como la Guajira, Guainía Amazonas, Cauca y Chocó, son los principales afectados, 
obedece a las zonas que no ha llegado el servicio de acueducto (MVCT, 2019). De 
acuerdo con la Defensoría del Pueblo (2014): en la Guajira “la mayoría de los 
integrantes de comunidades étnicas no tienen acceso al agua para consumo humano, 
ni tampoco para realizar las actividades que constituyen su sustento básico, tales 
como la cría y los cultivos de pan coger (maíz, fríjol, yuca, auyama, entre otros)”, de 
esta manera la brecha de pobreza se expande debido a la insatisfacción de 
necesidades básicas, procurando la creación de desigualdad, impidiendo tener una 
calidad de vida en esta comunidad y el desfavorecimiento que tienen para crecer y 
desarrollarse en áreas sociales, económicas y culturales. Con base en lo expuesto, a 
esta población no se le garantiza el derecho humano al agua en las condiciones 
prudentes para su uso, considerándose esto grave puesto que impide el disfrute de 
otros derechos por la relación intrínseca del derecho al agua con los demás. 
Para Torres, Fonseca & Rojas (2016) una de las causas importantes que han creado 
graves daños a la crisis  del agua en La Guajira es la actividad minera, por ejemplo el 
caso de Cerrejón, “a través de la cual se han desarrollado dinámicas de 
acaparamiento, despojo y control de las fuentes hídricas de la región, así como su 
posterior contaminación, como principal efectivo nocivo del extractivismo minero pues 
estas explotaciones conllevan impactos a las aguas y conflictos ambientales por el 
agua” (p.227). El problema del agua, que incluso es global, puede evidenciar el futuro 
de la realidad del caso Colombiano en la visión economicista del agua, en casos 
reflejados de otros países que se toman como modelo entre ellos potencias 
económicas como China, que ha tenido un gran crecimiento económico en los últimos 
años, pero se ha incrementado la escasez de agua y les ha tocado comprar agua, en 
vez de producirla ellos mismos, por eso creemos que no deben velar los intereses 
económicos sobre los derechos fundamentales porque genera grandes problemáticas 
nacionales. 
La calidad del agua en regiones de Colombia difícilmente es apta para el consumo 
humano, la higiene y la preparación de alimentos, por lo que esto genera 
enfermedades en las personas llegando a instancias tan graves como la muerte. Para 
Rodríguez, García & García (2016) los registros que generan las enfermedades de 
origen hídrico como la hepatitis, enfermedad que se sigue por ser constantemente 
diagnosticada, se observa que no ha habido una disminución importante de 
enfermedades en los últimos años, es decir que, por la mala calidad del agua en zonas 
apartadas, se siguen enfermando los colombianos.  
Otro análisis comparativo de seguir el modelo de privatización, es el citado 
anteriormente respecto al caso de las guerras del agua en Bolivia, en el país 
supuestamente avanzaba reorganizando sus políticas de tinte económico, pero a 
través del modelo de la privatización sus empresas más importantes como las que son 
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de comunicaciones, petroleras y mineras, incluyendo también empresas que prestan 
servicios básicos esenciales. Entre los casos más relevantes están los relacionados 
con acueductos. En 1999 se aprobó la Ley de agua potable y alcantarillado sanitario, 
posterior a ello el ente gubernamental consagra a una empresa internacional, la 
concesión llamada (aguas de Tunari), adicional a esto entrega también la empresa 
municipal de distribución de agua de Cochabamba y la ejecución del proyecto Misicuni 
(tiene que ver con el uso de agua de formas múltiples), y su fin era buscar soluciones 
ante la escasez de agua que se presentaba en esa municipalidad. Como reacción “se 
iniciaba así la guerra del agua” a ese suceso grupos populares y ambientalistas se 
abstienen a aceptar dicha decisión por lo cual, a finales de ese año, promueven una 
manifestación bloquea los corredores viales de esa región. (Carrillo, 2005). 
Para Cordero (2009) “La guerra del agua” en Cochabamba constituye el fracaso más 
dramático entre los proyectos de privatización del agua en América Latina”.(p.1) y esto 
lo podemos decir puesto que un grupo de personas que conformaban movimientos 
sociales en esa región, consiguieron que se echaran par atrás las disposiciones 
decretadas, evitando que los recursos naturales de esa región y los servicios 
ambientales, fueran privatizados, porque al convertir el servicio de agua potable en un 
servicio privado a manos de extranjeros, estarían perdiendo su beneficio de acceder 
al agua potable. Es un gran ejemplo tanto para Colombia como para el mundo, debido 
a que se instauro el ejemplo de que el agua como bien de carácter público es de vital 
importancia.  
Probablemente una de las consecuencias de estas situaciones que se presentan en 
lugares específicos, a lo mejor deben trascender a nivel universal, es decir, por un 
lado, debemos cuestionar que es poco racional desde el punto de vista de justicia 
ambiental concebir que los elementos esenciales como el agua, quede en manos de 
leyes que se proyecten con fines del mercado, o leyes que regulan cuestiones 
particulares como los fines económicos, y terminan por destruir el ambiente, y sus 
componentes.   
Por otra parte, es posible considerar que el uso que se otorgue al agua debe ser 
objetado por las comunidades y no por las empresas internacionales, ni por las 
políticas de gobierno que se promueven en contra del pueblo, para nosotros este 
líquido es vital, para las multinacionales es solo una mercancía. Por consiguiente, el 
agua debe ser integrante de políticas participativas que se promuevan en la 
democracia. 
También como se mencionó en la lógica de modelos agroindustriales altamente 
lesivos, particularmente el caso de Chile, respecto al cultivo de aguacate o palto, 
conocido como el oro verde, se considera en la actualidad como el contendor del agua. 
Para Larraín & Poo (2010) los humanos tenemos una relación con el agua “Esta 
relación, que debería ser beneficiosa para todos, en los últimos años se ha convertido 
en sufrimiento y conflicto. La tierra se agrieta, los pueblos gritan. De norte a sur, un 
dolor profundo y creciente invade Chile: ¡nos falta agua”. (p.7) 
La agricultura extractiva ha secado ríos y también impulsado grandes sequías como 
consecuencia de la producción masiva de palta o aguacate. Este es un fruto que 
genera ingresos económicos muy altos a sus productores, pero que, sin agua, se 
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dificulta su producción. En la localidad de Petorca, años atrás sus pobladores tenían 
abundante agua en la región, panorama que cambio en la actualidad puesto que ahora 
la población debe ser abastecida con camiones cisterna. Los primeros agricultores de 
Petorca trabajaban su tierra cultivando alimentos para ellos mismos, producir 
alimentaos para venderlos en su localidad y criar animales. Para Panez, Mansilla & 
Moreira (2018) “la expansión frutícola actual es provocada por inversiones 
empresariales que se instalan desde la década de 1990 para la exportación de cítricos 
y palta (aguacate)” (p.9.). en esos tiempos, les compraban los predios a los habitantes, 
a precios bajos, a raíz de que, a los pequeños agricultores, les quedaba difícil 
mantener y regar esas tierras. 
El conflicto ambiental en Chile, involucra a los habitantes de Petorca y las empresas 
extractivas, tiene como uno de sus fundamentos el consumo de agua que tienen 
producir este fruto, las empresas cavan pozos subterráneos que afectan a otros 
sectores por la alteración al ecosistema, al privatizar las fuentes de agua, como lo 
permite el Código de Aguas chileno (1981), así las cosas no se salvaguarda el agua 
como derecho o bien común, sino que se privilegia a la industria extractiva, que saca 
la riqueza de la tierra y cuando acaba se retiran y dejan sin nada la población.   
Según la normatividad chilena, cualquier persona puede ser dueña de la tierra, pero 
si por su predio pasa agua, entonces no puede ser dueño de esa agua. Las leyes 
vigentes en Chile permiten que el agua tenga dueño y sea vendida como producto.  
Para Larraín& Poo (2010) “como resultado de ello algunos se enriquecen, a costa del 
bien común de todos”. (p.7) Podemos concluir que la población que no cuenta con 
poder adquisitivo, es apartada y no se tienen en cuenta al momento de las decisiones 
políticas y se ven vulnerados también a la hora de acceder a los bienes y componentes 
de su sustento. El agua es fundamental para la vida humana, y estas poblaciones se 
han visto expuestas a la escasez y a consumir agua contaminada generando graves 
aberraciones a su carta de derechos fundamentales. 
A pesar de las disposiciones normativas específicas respecto al agua en Chile, existen 
algunos que parecen ser creadas en contra de la población, debido a que vulneran los 
derechos fundamentales de las personas y a pesar de la ratificación de tratados 
internacionales por parte de chile, siguen cometiéndose violaciones que van en contra 
de lo que defienden los acuerdos en favor de la sociedad. Tanto en Chile como en 
Colombia, se concede beneficios a empresas privadas, o a intereses particulares, y el 
estado no interviene para beneficiar y defender a los realmente afectados, que son las 
personas del territorio nacional. 
En conclusión, la situación del derecho autónomo al agua tanto a nivel universal como 
a nivel local, ha sido permeada por la ineficacia de las medidas adoptas hasta el día 
de hoy con respecto al reconocimiento y aplicación de las normas que protegen este 
derecho. En la actualidad aún se presentan casos similares a los de tiempos atrás, y 
esto ha conllevado a confusiones al momento de aplicar las disposiciones debido a 
que los mecanismos para abordar el tema no han tenido la fuerza vinculante necesaria 
para su aplicación, siendo este un escenario en el cual el Estado ha dejado de cumplir 
con sus propósitos, tomando posiciones que han desfavorecido a comunidades y han 
sido aprovechadas por quienes han establecido sus propios interese por encima 
cualquier disposición u ordenamiento jurídico.

3. METODOLOGÍA 
3.1. Método  
La investigación se abordo mediante la metodología cualitativa y empleando la técnica 
de análisis de contenido, con alcance exploratorio. Se acude a este método debido a 
que no se busca demostrar una determinada hipótesis de estudio con base en 
estudios numéricos o estadísticos, sino mediante el conocimiento profundo de las 
cualidades del fenómeno objeto de estudio (Hernández Sampieri R., 2010). Así 
mismo, se clasifica como exploratoria porque su desarrollo implica la exploración de 
estudios da carácter jurídico, es decir, constitucional, legal, jurisprudencial y doctrinal 
sobre el contrato de franquicia y los elementos característicos del abuso de la posición 
dominante. 
Dados los objetivos que se buscó cumplir mediante la presente investigación, el 
método de investigación requerido es el método deductivo (Hernández Sampieri, 
Fernández, & Baptista, 2014). Se clasifica de esta forma teniendo en cuenta que el 
proceso investigativo parte de principios generales que son sometidos a análisis que 
conducen a conclusiones particulares.  
De acuerdo con López & Sandoval (2016), el método deductivo parte de una situación 
general y va hacia lo particular. Es un método que se basa en la observación, el 
estudio y/o el análisis de contenido de diversas fuentes, situaciones o argumentos que 
permiten alcanzar una conclusión pertinente frente a la situación estudiada. Se trata 
de acumular argumentos o evidencias que reafirmen la postura planteada por el 
investigador. 
De acuerdo con Mason & Hurwitz (2018) el enfoque deductivo proporciona un conjunto 
de procedimientos sistemáticos para analizar fuentes que pueden producir resultados 
confiables y válidos. También se clasifica como de enfoque cualitativo (Hernández 
Sampieri, Fernández, & Baptista, 2014).  
Entre tanto, el enfoque de investigación cualitativo, se fundamenta en el desarrollo de 
la investigación por áreas o temas concretos de investigación, aunque antes de que 
existiera claridad sobre los cuestionamientos de la investigación que se realizó, es 
decir, antes de la recolección y análisis de los datos, los análisis cualitativos podían 
generar preguntas o hipótesis antes, durante y después de recoger y estudiar datos, 
casi siempre, estas labores se realizan para determinar qué preguntas son las de 
mayor relevancia, con el fin de que después se puedan pulir para obtener mejores 
resultados con sus respuestas. La labor investigativa se realizó de manera práctica, 
entre los hechos y su interpretación, puede ser un proceso ‘circular’ donde la 
secuencia no siempre viene presentada de la misma forma, ya que es distinta en cada 
análisis. Con este enfoque de investigación cualitativa, se busca la expansión de los 
datos, así mismo este enfoque de investigación se realizo con el fin de que el 
investigador estructure sus propias creencias acerca del fenómeno analizado. A través 
de esta metodología de investigación existe una realidad descubierta, explicada y 
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analizada, por lo tanto, la realidad varío conforme a las observaciones y recolección 
de datos para la investigación. 
En este punto de la investigación, fue importante adoptar una postura crítica que nos 
ayudó a encaminar nuestra perspectiva respecto al tema, para así integrar los nuevos 
conceptos que adoptamos y tuvimos en cuenta para encajarlos al tema de manera 
general. Autores como Araujo (2012), permiten interpretar que el análisis crítico es 
una manera de identificar un problema o una falla en los planteamientos utilizados en 
un estudio, de esta manera verificamos que en el tema materia de esta investigación, 
son múltiples los problemas que se presentan, alternados por una variedad de factores 
como son de tipo social, cultural, económico, político, internacional, otros como la 
acción u omisión de los actores en el conflicto descrito. Es importante asumir una 
postura crítica que vaya más allá de lo que han dispuesto otras investigaciones frente 
al tema, puesto que fue necesario incluir apreciaciones que no se habían tenido cuenta 
a la hora de valorar los aspectos positivos y negativos, las fortalezas y debilidades que 
acarrea el tema, buscando contribuir a la sociedad con la investigación planteada. 
Reconocemos la importancia de un enfoque analítico sobre el tema, considerando  el 
interés que tuvimos de prestar atención a los diversos problemas analizados a lo largo 
del texto, tomando partes de cada uno y que se describieron de manera individual 
para una interpretación más favorable, a raíz de eso, de manera posterior se obtienen 
soluciones  para llegar a conocer donde se centran los focos que desde el punto de 
vista jurídico  no han permitido avances considerables en el tema, debido a que la 
realidad que documentamos  en esta monografía  dejo ver que hay características 
básicas que deben ser estudiadas, puesto que son relevantes y tienen un impacto al 
momento de perseguir algunos fines establecidos.  
La visión integradora nos permite concluir la existencia de nuevas apreciaciones 
referentes al tema como consecuencia de tener en cuenta las disposiciones 
existentes. Dichas disposiciones que fueron foco de investigación  a lo largo del 
estudio y que nos permitieron partir de un punto para llegar a otro, mostrándonos los 
caminos que han sido abordados, y que conducen a realizar cuestionamientos sobre 
si lo que se ha avanzado hasta el momento, puede ser utilizado con miras de obtener 
resultados favorables, o si por el contrario, ya existen soluciones pero que a pesar de 
parecer adecuadas a las fallas planteadas, son insuficientes para conseguir un 
resultado potencial, que se torne  insuficiente y que como consecuencia de eso, la 
sociedad en general sigue siendo la víctima del conflicto y de las injusticias por las 
inequidades en el reconocimiento del derecho al agua. 
Al analizar los distintos factores que integran el cuerpo de esta monografía, la 
investigación busco cambios que permitan revertir los aspectos y las consecuencias 
negativas que resultan después de haber sido abordados los temas que consideramos  
relevantes o pilares en el desarrollo del tema, para llegar a las problemáticas  que han 
adornado el tema de interés, centrándose en la importancia de integrar los nuevos 
avances, sugiriendo como han de ser abordados conjuntamente para así 
complementarlos con los aspectos previos, componiendo, acomodando y combinando 
en busca de nuevas soluciones, generando así la oportunidad de materializar un 
Avances constitucionales para el reconocimiento del derecho autónomo al agua 53 
 
cambio o una perspectiva nueva dotada de las herramientas necesarias para ponerlas 
a disposición de quien las necesite. 
3.2. Descripción de la Metodología 
Para el desarrollo de los objetivos del presente trabajo y teniendo en cuenta que en 
Colombia impera el llamado principio de jerarquía normativa de Hans Kelsen, en 
donde la Constitución es considerada la norma de normas de la cual se derivan otros 
actos, como son la ley, los decretos y los actos administrativos, las fuentes teóricas 
primarias serán precisamente esos elementos. Adicionalmente, se consultó también 
la jurisprudencia y la doctrina dado que estas fuentes contienen elementos que 
permiten ampliar el análisis y el referente teórico que sustentará el análisis del 
problema jurídico planteado. 
Las fuentes de estos documentos teóricos incluyeron a la Corte Constitucional, el 
Congreso de la República, los Ministerios de Ambiente, de Vivienda y Desarrollo 
Territorial, la Defensoría del Pueblo, así como las bases de datos de instituciones 
universitarias que tienen facultades de derecho en Colombia, al igual que otras 
instituciones académicas de países extranjeros en donde se hicieron publicaciones 
relevantes frente al tema objeto de estudio. 
Así mismo se acudimos a las bibliotecas digitales de estas instituciones y a bases de 
datos especializadas en temas jurídicos, en temas de derechos humanos y otros 
relacionados con el acceso al agua. También se consultaron fuentes como las 
Naciones Unidas, la FAO, el PNUD.  
En el desarrollo de esta investigación también encontramos aspectos interpretativos, 
puesto que entre las herramientas utilizadas para desarrollar la metodología, 
acudimos a fuentes secundarias como por ejemplo el caso de las fuentes periodísticas 
a raíz de que encontramos temas que por cuestiones de la realidad es importante 
indagarlos y traerlos a colación, debido a la influencia que tienen en la realización de 
nuestro trabajo considerando que los temas tratados y consultados en el periodismo, 
nos permiten obtener otra perspectiva del tema, que es diferente al marco jurídico, 
legal, constitucional, y jurisprudencial que se manejó a lo largo del texto. Las fuentes 
de tipo periodístico aquí señaladas, son indispensables para abordar el escenario 
analítico en la realidad. La información aportada por las fuentes periodísticas las 
tuvimos en cuenta en esta investigación. Fue importante resaltar los temas de 
actualidad como proceso del método cualitativo de investigación. A partir de estas 
fuentes, pudimos centrarnos en la gran cantidad de casos frente al acceso del agua 
como derecho, y a los casos de corrupción en el área de la política, que día a día nos 
presentan los medios de comunicación y que son la portada de diferentes periódicos, 
revistas, medios digitales de información, programas de radio, y noticias de la 
televisión. 
Dichas investigaciones de esas fuentes secundarias  recuperaron información valiosa, 
que nos permitió inferir las fallas sobre el tema expuestas en este trabajo, no sólo 
provienen de vacíos normativos  o por falta de herramientas en el marco legal, sino 
que también se presentan estas fallas a raíz de la intervención de factores externos 
que afectan de manera directa el problema investigado y que generan un aumento en 
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el intento de cerrar la brecha que produce que no hayan avances de acuerdo con la 
realidad expuesta en el tema del derecho fundamental y autónomo al agua, como un 
presupuesto para poder hacer  un cambio en la  aplicación y garantía de los demás 
derechos humanos relacionados con el agua, y los demás aspectos que hacen parte 
como son el saneamiento básico, la universalidad del derecho, la igualdad de las 
condiciones, el control de las políticas públicas, entre otros. 
Lo propuesto en esta investigación recalca la importancia de la crítica en los aspectos 
no considerados por el Estado en la garantía de los derechos humanos a partir las 
conclusiones que surgen producto de los fenómenos investigados, dichos aspectos 
pueden tener relación con la vida de la gente en condiciones de pobreza que no se 
les tiene en cuenta a la hora tomar decisiones que los incluyan y beneficie al igual que 
a la comunidad en general, así como otros factores que se evidenciaron. 
De acuerdo con lo anterior, y con el fin de alcanzar las metas propuestas, se abordaron 
las siguientes fases de la metodología que se explica a continuación: 
1) Análisis de las diferencias jurídicas que tiene en Colombia el tratamiento de un 
derecho autónomo frente a los demás derechos. Este análisis se basó en 
estudiar la jurisprudencia desarrollada por la Corte Constitucional en relación 
con el tratamiento que el Estado debe dar a los derechos autónomos en 
comparación con la que establece para garantizar y proteger los derechos que 
no se encuentran bajo esta clasificación. Por ejemplo, el derecho a la vida es 
un derecho autónomo, mientras el derecho a la educación no lo es, por lo que 
se revisó de qué forma ha definido la Corte los mecanismos a través de los 
cuales el Estado en general debe actuar frente a cada uno de estos tipos de 
derechos.  
2) Estudio de la relación existente el acceso al agua y los derechos humanos. 
Para cumplir este objetivo se revisaron los derechos que han sido catalogados 
tanto internacional como nacionalmente como derechos humanos, con el fin de 
establecer de qué forma el acceso al agua puede tener relación con ellos. De 
esta forma, se estableció la forma en que las limitaciones en este derecho 
pueden terminar incidiendo en la insuficiente garantía de los derechos 
humanos.  
3) Análisis de las razones de inconveniencia disponibles en la doctrina frente a la 
declaración del acceso al agua como derecho autónomo. Con el fin de tener en 
cuenta las posiciones contrarias a que se declare el acceso al agua como un 
derecho autónomo, se estudiaron los argumentos defendidos por la doctrina, 
de manera que se cuestionará la validez de tales argumentos frente a los 
hallazgos de los objetivos 1 y 2, previamente desarrollados. Esta etapa 
permitirá adelantar un ejercicio de triangulación de los diferentes capítulos del 
trabajo, para llegar a unas conclusiones finales frente a la pregunta de 
investigación planteada como problema jurídico objeto del trabajo.   
  
La importancia que tiene el reconocimiento de la universalidad de este derecho, se 
basó en defender que los derechos humanos universales tienen dentro de ellos una 
conexión que los hace indivisibles y dependientes de otros derechos, como resultado 
de que se deben reconocer sin ningún tipo de exclusión a todos los humanos, debido 
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a que, al privarnos del goce de un derecho, de igual manera el resto se verá afectado. 
Suponemos que el Estado tiene como contraprestación la posición de garante, 
trabajará para que sean respetados, sin que se sustituyan o se limiten de alguna 
manera, más bien deberá proteger y evitar abusos al momento de garantizarlos. La 
universalidad es un punto a favor puesto que, al no discriminar a ningún sujeto, será 
una garantía para la igualdad a la hora de reconocer los derechos. 
Así mismo el tema a nivel internacional fue importante desarrollarlo en la metodología 
de este trabajo, puesto que las disposiciones existentes en el ámbito internacional y 
que han sido acogidas en nuestra legislación nacional, son un referente para la 
continuidad del análisis propuesto, el cual evaluó si hay claridad respecto al tema, o 
si por el contrario aun existen algunas lagunas jurídicas que deducen la falta de 
claridad del tema en el espacio trasnacional, ha impactado la esfera nacional. 
En cuanto a las fuentes internacionales, se tuvieron en cuenta los tratados, 
convenciones, declaraciones, y demás herramientas jurídicas, se acudió a autores 
que abordan opiniones en referencia a otros países de Latinoamérica y que, por medio 
de casos específicos, nos permitieron dar un vistazo a la situación en otros países 
diferentes a Colombia, como resultado de esto observamos las falencias halladas en 
sus aparatos estatales. Así mismo,  en el ámbito internacional, analizamos las 
acciones que han tomado los pobladores de regiones afectadas en su derecho 
fundamental y también por líderes ambientales que se han esforzaron por defender 
los recursos naturales por su íntima relación con los derechos humanos, en este caso 
el derecho al agua, y se han visto los resultados, pero eso como consecuencia de que 
inicialmente  fueron víctimas a raíz  de la no consagración en su legislación de este 
derecho de manera autónoma, lo que ha permitió que el Estado vulnere sus derechos 
por factores como intereses económicos, el mercado de la agronomía extractivista a 
cambio de daños al ambiente, e intereses privados de empresas trasnacionales. 
Al tener en cuenta las disposiciones externas, nos permitió analizar si se han adoptado 
lo mecanismos pertinentes, a partir de esos referentes existentes en el espacio 
internacional, a fin de evaluar los hallazgos de carácter universal y no sólo particular 
que pueden ser aplicados a este tema. Después de revisar la literatura principal, la 
secundaria, el sistema normativo, las jurisprudencias, y todos los elementos 
recaudados pudimos considerar nuevas herramientas que pueden ser tenidas en 
cuenta en las conclusiones de este trabajo investigativo. 
Así mismo se consultamos fuentes como la Corte Interamericana de derechos 
Humanos, la Organización de naciones Unidas, la Organización Mundial de la Salud, 
y las disposiciones relativas a los temas jurídicos como Declaración Universal de los 
derechos humanos, y toda la corriente que se despliega a partir de dicha declaración 
relacionándolos específicamente frente al tema que abordamos, el cual está ligado a 
los derechos humanos y lo referente con el acceso al agua.  

4. DISCUSIÓN Y RESULTADOS 
 
En el desarrollo esta investigación consultamos las decisiones adoptadas por el Estado 
respecto al manejo del agua, basado en las normas existentes a nivel internacional 
partiendo del reconocimiento como derecho humano, a nivel nacional a través de las 
jurisprudencias de la Corte Constitucional y lo dispuesto en la Constitución Política de 
1991, por medio de estos hemos notado un reconocimiento parcial del derecho al 
agua, se establece como un derecho en conexidad con otros derechos, existen 
algunas medidas dirigidas a los actores de esta situación, analizamos las 
probabilidades que tiene Colombia para que a través del Estado pueda garantizarse el 
derecho fundamental y autónomo al agua y llevar a cabo su cumplimiento en todo el 
territorio nacional, ofreciendo el líquido en condiciones aptas para el consumo. 
 
Al tener en cuenta temas relevantes respecto al agua tales como, suministro, 
prestación del servicio, escases, mínimo vital, políticas respecto al tema, 
reconocimiento, normatividad, universalidad, entre otros, de acuerdo con esto, 
inferimos que deben adoptarse nuevas posturas por parte del Estado frente al agua, 
con miras a trabajar de manera unificada entre la población y el gobierno. 
Consideramos también que se deben adoptar normas urbanísticas que tengan relación 
directa con la normatividad que haya sobre el agua, especialmente con temas de 
preparación y ejecución de obras cambiando el modelo actual que está en cabeza del 
Estado, el cual tiene facultades como proteger y conservar el agua, logrando así una 
normatividad y políticas adecuadas con la finalidad de garantizar el acceso al agua, 
controlando su consumo. 
 
En la actualidad las políticas públicas en general, tienden a considerar el agua como 
mercancía más que como un derecho, sin embargo, consideramos que deberían estar 
sujetas a garantizar el  acceso al agua no sólo como un producto o servicio con fines 
exclusivamente económicos, sino velando por  otorgar agua potable en cantidades 
suficientes, como contraprestación esto evidencia satisfacción o bienestar en las 
personas debido a que al obtener el agua, pueden purificarla y destinarla a sus 
necesidades vitales porque como observamos, en algunos casos las personas están 
en condiciones y disponen de los recursos, pero a pesar de eso no le suministra el 
líquido, por eso la norma necesita un contenido propio que abarque lo referente a 
suministro, calidad, y dignidad.  
 
El servicio público de acueducto y saneamiento, privatizó el acceso al agua como bien 
público, respetamos esa posición puesto que coincidimos con algunos enfoques 
teóricos que dicen que el costo del suministro del agua en cabeza del Estado puede 
ser muy alto y habrá que destinar recursos de otros fondos para surtir los gastos 
emanados por esta prestación. Sin embargo, los servicios públicos como el de 
acueducto y alcantarillado deben brindarse a toda la sociedad, sin discriminación 
alguna porque su vulneración o no ofrecimiento afecta las condiciones de salud de las 
personas y en casos más graves vulnera el derecho fundamental a la vida, por lo tanto, 
el agua como derecho fundamental es protegido por la acción de tutela. Es decir, es 
necesario que se tenga en cuenta un factor económico, lo cual implica la necesidad de 
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un reconocimiento mínimo vital universal y gratuito en las cantidades racionales 
establecidas, incluso bajo la posibilidad de tener un trato diferenciado con aquellas 
personas que no cuentan con las capacidades económicas para poder disfrutar mas 
de lo que un mínimo vital les puede otorgar. Es decir, actualmente no se puede cortar 
el servicio de acueducto cuando se pone en juego la salud de la persona, o la vida 
directamente, ni cuando hay sujetos de especial protección, nuestro aporte en este 
punto será, que no sólo se tengan en cuenta esas disposiciones, recalcamos la 
importancia de que fijen tarifas eficientes y moderadas. Por ejemplo, la persona de 
alguna manera pueda trabajar con el agua ofreciendo algún producto o servicio y que 
esta pueda pagar por el cobro de la empresa, de los resultados de su trabajo y no se 
le corte el servicio, que se le dé una facilidad de pago, alguna otra alternativa diferente 
a no suministrar el servicio. 
 
Atribuir el acceso al agua potable en cierta cantidad a través del mínimo vital, es en 
nuestro país el camino que utilizamos para acceder al derecho sin ningún cobro por 
este beneficio, este se garantiza a personas protegidas por la Constitución Política, 
buscando procurar una vida digna en las personas, sin embargo esta posición debería 
cambiar porque si decimos que el agua es de gran importancia para nuestra vida, no 
tendría sentido que tuviéramos que acudir a una norma que regula el acceso, pero que 
simplemente nos impone unas condiciones para el uso del recurso, el problema sigue 
puesto que si las necesidades o la situaciones que tiene la población no se adecuan 
dentro de las excepciones, existe una vulneración cuando se restringe el disfrute y 
acceso al derecho fundamental al agua. Compartimos que la tutela sea el mecanismo 
de protección cuando se agrede el derecho fundamental al mínimo vital. 
 
El suministro de agua en lugares de fácil acceso no es una complicación para el Estado 
ni para las empresas prestadoras del servicio de acueducto y saneamiento, situación 
contraria cuando son lugares apartados, a causa de esto, el problema se refleja en la 
falta de infraestructura para un adecuado tratamiento y calidad del agua para consumir 
y desechar los residuos. Creemos que aquí el problema no es económico, el Estado 
cuenta con el dinero para invertir en la infraestructura, mejorar los acueductos, buscar 
pozos, desarrollar investigaciones sobre tecnologías para llevar agua a las zonas más 
apartadas, puede evitar la malversación de los dineros públicos  controlando la 
destinación de los recursos y evitar su desviación (corrupción), imponiendo sanciones 
contundentes a los funcionarios del gobierno que ataquen y eviten la garantía de los 
derechos fundamentales. 
 
El reconocimiento universal del derecho autónomo al agua, lo enfocamos en que 
actualmente debe ser considerado un derecho para todos, este tiene las 
características necesarias para ser denominado como tal, es esencial e indivisible y 
tiene relación con la dignidad humana. El Estado no sólo tiene como función crear 
normas y leyes para consagrarlos en un libro y que sean reconocidos como derechos, 
no basta con eso, es necesario tomar acciones encaminadas a la garantía, al uso, al 
reconocimiento real de lo estipulado en la Constitución. Los elementos jurídicos que 
consideró la Corte para reconocer la salud como un derecho fundamental, son 
similares a lo que tiene el agua como derecho fundamental autónomo, la salud empezó 
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como un servicio hasta que se consagro como un derecho, se buscaba garantizar el 
derecho fundamental a la salud, adecuar las herramientas para su protección, después 
de dicha consideración, elimino tramites innecesarios para su regulación y dispuso 
estándares para una eficaz prestación. Así mismo el líquido ha sido denominado como 
un servicio, aunque según lo expuesto, su principal característica es concebirse como 
derecho fundamental y autónomo al agua, pues este reúne los requisitos y condiciones 
necesarias tales como, “conexión directa con los principios constitucionales, eficacia 
directa, contenido esencial”. Es emanado de principios constitucionales, tiene relación 
directa con la vida, familiaridad con el derecho a la salud, unidad a la necesidad de 
condiciones de vida digna, reúne elementos como, disponibilidad, accesibilidad 
calidad, hay relación con el derecho a un ambiente sano. Así pues, consideramos que 
cumple con los elementos necesarios para su consagración de manera individual, a su 
vez por ser garantizado y protegido por la constitución, automáticamente vincula a 
todos los poderes públicos, el aporte significativo es que sea ajustado en su 
interpretación como derecho fundamental su aplicación será propia, vinculante, y 
directa por parte de todas las instancias de poder público, órganos administrativos y 
prácticas jurídicas sociales de la población (ver Tabla 1). 
 
Tabla 1. Aspectos para el reconocimiento del derecho autónomo al agua 
Derecho Características Elementos Contexto 
 
Derecho autónomo al 
agua 
 
No requiere interpretación 
a través de otros 
derechos. 
 
Universalidad, 
reconocimiento a todos 
los estratos y niveles 
socio-económicos. 
 
 
Reconocerlo permite 
tomar acciones 
encaminadas a 
garantizarlo y regularlo. 
 
 
Lo protege la acción de 
tutela. 
 
 
Interpretación propia, 
vinculante y directa. 
 
 
Cobertura universal. 
 
 
 
 
 
Conexión directa con los 
principios constitucionales, 
eficacia directa, contenido 
esencial. 
 
Aplicación por parte de  
jueces y órganos 
administrativos. 
 
Cobertura en todo el 
territorio. 
 
 
 
 
Satisfacción de los 
demás derechos 
fundamentales ligados al 
agua. 
 
 
Acceso al agua en    
condiciones de 
consumo 
Ofrecer agua potable en 
cantidades suficientes. 
 
Condiciones aptas para 
el consumo, tanto en 
áreas urbanas, como es 
lugares alejados o 
inhóspitos. 
  
 
Bienestar físico.  
 
 
Satisface las necesidades 
personales. 
 
Igualdad de condiciones. 
 
Políticas adecuadas para 
su garantía. 
 
Destinar a usos 
personales. 
Interpretación por vía 
indirecta, a través de los 
derechos fundamentales 
ligados al derecho al 
agua.  
 
Para todos los estratos. 
 
Responsabilidad en 
cabeza del Estado, las 
empresas de acueducto, 
entre otros actores. 
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El mínimo vital al agua  
 
Excepción de cobro por 
este derecho. 
 
Se garantiza a sujetos de 
especial protección. 
 
Continuidad del servicio. 
 
Conexidad con unos 
estándares para una vida 
en condiciones dignas. 
 
Tener en cuenta más 
excepciones de las ya 
establecidas, buscando su 
progresividad. 
 
Hacer un uso razonable de 
ese mínimo vital por parte 
de los beneficiados. 
 
Disposiciones normativas 
más precisas sobre el 
tema. 
 
Lo protege la acción de 
tutela. 
 
Es un derecho 
fundamental. 
 
Existen unas condiciones 
excepcionales para 
suspender el servicio de 
acueducto.  
 
Fuente: Elaboración propia. 
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Conclusiones 
 
 
A pesar que aún no hay un reconocimiento total, el reconocimiento del derecho 
fundamental y autónomo al agua, puede existir sin que sea necesario la existencia de 
una ley o que encaje dentro de un esquema normativo que lo faculte para su 
aplicación, este puede exigirse sin acudir y sin que intervengan otros derechos 
fundamentales, sin embargo creemos que su materialización como tal dentro de la 
Constitución Política, puede darle fuerza a su reconocimiento, debido a que es difícil 
que las personas conozcan sus derechos innominados, es más fácil si lo encuentran 
de manera taxativa en la Carta, evitaríamos arbitrariedades del Estado frente al tema. 
 
Es importante acudir a diferentes fuentes por razones de como se interpreta 
integralmente el tema de los derechos autónomos, es decir, no basta con efectuar un 
estudio puramente exegético o hermenéutico, sino contrastar con la realidad a través 
de fuente secundarias de casos como las periodísticas, que nos brindaron información 
desde otra perspectiva. Esto permitió concluir que en Colombia el tema no es de 
escases de recursos, sino de una mala administración, de injusticia y distribución 
inequitativa que ha permitido el Estado en relación a perspectivas de explotación y 
renta económica del agua. En relación a las injusticias y conflictos, es necesario que 
los actores principales den un reconocimiento a través de políticas públicas que 
aseguren su materialización aplicando el principio de prioridad ambiental para 
consumo humano y saneamiento. En relación a problemas de corrupción, es 
necesario un cambio social y desde el Estado para mitigar y evitar definitivamente los 
impactos negativos que tienen escándalos como la corrupción, puesto que se usaría 
el dinero para lo que se necesita mejorar respecto de fallas en el sistema, lo cual es 
un trabajo que debe integran a los particulares y a los administradores, por medio de 
las políticas participativas que existen. 
 
Se destaca en esta monografía, el aporte realizado en relación al reconocimiento del 
derecho autónomo al agua, sin embargo  depende de un desarrollo en relación con la 
descomposición de este derecho a una serie de características, elementos y a un 
cambio en el contexto para su existencia como tal,  puesto que a pesar de que en las 
normas internacionales existe y está reconocido como un derecho fundamental, este 
a su vez no se trata de forma adecuada, por eso requiere que se reconozca de manera 
autónoma para así blindarlo de todo tipo de interpretaciones erróneas, evitar 
ambigüedades a la hora de su aplicación, y procurar una aplicación directa por medio 
de los jueces, autoridades administrativas y tomadores de decisiones de políticas 
públicas. Se considera fundamental porque consagra cargas materiales e inmateriales 
a favor del bien común y el interés público, y se requiere para satisfacer principios 
como la dignidad, libertad y sobrevivencia.  
 
Es clave reconocer el desarrollo que se ha dado en materia evolutiva por parte de la 
Corte Constitucional en relación con el derecho al agua, sin embargo también la 
evolución debe recaer sobre el legislador quien por medio de las leyes representa los 
David Alexander Gómez Sánchez 62 
  
 
interés públicos, sus disposiciones aún no han sido totalmente adecuadas para su 
reconocimiento como derecho autónomo, falta incluir elementos que le den peso a lo 
reconocido en la jurisprudencia constitucional, por ejemplo desarrollar un marco 
normativo propio para el agua que tenga en cuenta las falencias que aun se presentan 
y que mejore o repotencie lo que se ha dictado en materia del derecho fundamental al 
agua. Se considera necesario que se realice un tratado sobre el agua, en el que 
maneje y cobije específicamente todo lo relacionado con el agua y la universalidad del 
derecho, generando una eficacia expansiva en todos los ámbitos jurídicos. 
 
Se identifica en este trabajo investigativo, la importancia del reconocimiento del 
derecho fundamental al agua, como derecho autónomo, esto es muy relevante para 
el progreso de la sociedad, puesto que cierra las brechas en materia de desigualdad, 
que trae consigo pobreza , actualmente miles de personas no cuentan con acceso a 
agua potable, vulnerando de manera continua sus derechos, a raíz de que si las 
personas no pueden disfrutar de sus derechos, seguidamente el Estado esta 
condicionado en el cumplimiento de sus obligaciones, deben centrar su atención en 
los pueblos que aun no tienen acceso al agua por falta de infraestructura, y también 
en quienes ni siquiera han podido acceder a fuentes naturales. Estos requerimientos 
pueden ser resueltos sin que afecte el desarrollo de las futuras generaciones tomando 
acciones colectivas unidas a respetar los derechos de cada persona. 
 
El Estado debe proteger este derecho por medio de una política pública orientada a la 
protección, garantía, goce y la participación democrática. No basta con tratar algunas 
partes del tema y dejar fuera otras, debe estructurar muy bien las acciones 
constitucionales, no deben ser políticas simbólicas, tienen que ser concretas debido a 
que, si existe un plan, pero quedo en lo escrito y no se hizo nada para ejecutarlo, ahí 
se viola la Constitución Política porque es inútil que exista y se difiera en el tiempo. 
La importancia que tienen las organizaciones comunitarias se refleja en sus esfuerzos 
por trabajar para garantizar y disfrutar los derechos de sus poblaciones (por ejemplo, 
a través de iniciativas ciudadanas de consolidación de acueductos comunitarios), los 
intereses privados no pueden pasar por encima de los intereses públicos, y se debe 
evitar el choque entre las actividades extractivas y mineras frente a la protección del 
recurso el agua como bien de carácter público de vital importancia. 
 
Asumir parte del costo de la cobertura del agua potable a la población excluida o 
vulnerable, es una decisión que puede generar nuevas cargas para el Estado 
colombiano, pero en parte consideramos que es una decisión que si se sabe manejar 
beneficia a la población en condiciones de pobreza extrema, beneficia a esa parte de 
la sociedad que carece totalmente o de manera insuficiente del agua, y a aquellos que 
tienen acceso al líquido, pero no está en las condiciones salubres para su consumo. 
No queremos decir que toda la adecuación de estas disposiciones deba recaer sobre 
el Estado, recalcamos la importancia de que la comunidad, tenga cargas tales como, 
cuidado del recurso, uso moderado, que se concienticen de las implicaciones que tiene 
gestionar el líquido; los recursos económicos que se invierten en aspecto no 
esenciales o vitales, pueden ser destinados para cumplir y satisfacer a los que durante 
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el tiempo, no han gozado en pleno de sus derechos. Informar de las normas a quienes 
las desconocen, posiblemente evita que el Estado se escape o pase por desapercibido 
el cumplimiento de sus preceptos y la garantía de los derechos del pueblo. 
 
El derecho autónomo al agua, no esta lejos de ser una realidad, basta con que se trate 
como un fenómeno por medio del cual, la vida de las personas puede estar en juego. 
Con las situaciones que actualmente suceden en el planeta, el acceso al agua como 
derecho fundamental autónomo, es la solución a evitar guerras, muertes, desastres 
naturales, destrucción del ambiente, y, en su lugar propender por la igualdad de todas 
las personas, equidad, justicia, optimización del recurso. Es tan importante que se 
consagre en la interpretación constitucional desde el punto de vista jurídico y de 
políticas públicas y que se tenga en cuenta su desarrollo en los entes municipales, 
departamentales, locales, una aplicación e interpretación desde los poderes públicos 
y un reconocimiento universal como parte de los criterios de justicia ambiental. 
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